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Juicio No: 0425220140207
Casilla No: 23
A: MEJIA ARAQUE HECTOR ANIBAL
Dr / Ab: DURASNO CAMPOVERDE IVAN PATRICIO

En el Juicio Especial No. 0425220140207 que sigue [FISCALIA DEL CARCHI] en contra de [VITERI ESTEVEZ BYRON EDUARDO, MEJIA ARAQUE HECTOR ANIBAL, AREVALO VALLEJO DANILO ESTUARDO, AGUIRRE SOTAMINGA MIGUEL ANGEL, MOLINA PAUCAR NANCY PATRICIA, PISUÑA TORRES SEGUNDO PATRICIO, AREVALO VALLEJO DANILO ESTUARDO, PILLAJO CARRILLO SANTIAGO PATRICIO, VACA SANDOVAL LUIS ALBERTO, TULCAN CASTILLO EDWIN FERNANDO, AGUIRRE SOTAMINGA MIGUEL ANGEL] hay lo siguiente: 

VISTOS: Los acusados responden a los nombres de: Héctor Aníbal Mejía Araque, de nacionalidad ecuatoriana, portador de la cédula de ciudadanía N° 170432087-6, de cincuenta y ocho años de edad, estado civil casado, profesión Coronel de Policía en servicio pasivo, domiciliado y residente en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha; Byron Eduardo Viteri Estévez, de nacionalidad ecuatoriana, portador de la cédula de ciudadanía N° 100141624-5, de cincuenta y dos años de edad, estado civil casado, de profesión y ocupación Coronel de Policía en servicio pasivo, actualmente agricultor, domiciliado y residente en Quito, provincia de Pichincha; y, Luis Alberto Vaca Sandoval, de nacionalidad ecuatoriana, portador de la cédula de ciudadanía N° 050317021-9, de veintinueve años de edad, estado civil casado, profesión Oficial de Policía en servicio activo, domiciliado y residente en Salcedo, provincia de Cotopaxi. El Doctor Edison Bayardo García Narváez, Juez de la Unidad Judicial Penal, con sede en el cantón Tulcán, con fecha doce de marzo de dos mil quince, a las ocho horas veintisiete minutos, con fundamento en lo dispuesto en el Art. 232 del Código de Procedimiento Penal, dicta auto de llamamiento a juicio en contra de los ciudadanos: Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez; y, Luis Alberto Vaca Sandoval por considerar que de los resultados de la instrucción fiscal se desprenden presunciones graves y fundadas sobre la existencia de la infracción y su participación como autores del delito tipificado y sancionado en el Art. 158 del Código Penal, los dos primeros de los nombrados y Luis Alberto vaca Sandoval en calidad de encubridor en relación al Art. 44 del Código Penal. Llevada a efecto que ha sido la diligencia de audiencia de juzgamiento con la presencia de los sujetos procesales, encontrándose la causa para dictar sentencia, se considera: PRIMERO.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- La jurisdicción que el Tribunal tiene sobre la presente causa se fundamenta en los Arts.: 178 numeral 3 de la Constitución de la República del Ecuador; 150, 151 y 152 del Código Orgánico de la Función Judicial; 16 y 17 numeral 5 del Código de Procedimiento Penal y su competencia se radica en virtud del sorteo de fs. 34 y por lo dispuesto en los Arts. 226 de la Constitución de la República del Ecuador; en concordancia con lo establecido en los Arts. 220 y 221, numeral 1 del Código Orgánico de la Función Judicial y 21, regla 1 y 28 numeral 1 del Código Adjetivo Penal. SEGUNDO.- VALIDEZ PROCESAL.- De conformidad con lo dispuesto en los artículos 75, 76, 77, 168.6 y 169 de la Constitución de la República, en la tramitación de esta causa, se han observado todas las normas constitucionales y legales que rigen y garantizan el debido proceso inherente a esta clase de juicios, observándose las formalidades legales, sin omisión de solemnidad sustancial alguna que hubiere podido influir en su decisión final, por lo que este Tribunal declara la validez del proceso. TERCERO.- EL JUICIO PROPIAMENTE DICHO.- Una vez que la señorita Jueza de Sustanciación de la presente causa, ha dispuesto que por Secretaría se verifique la presencia de las partes; y, habiéndose constatado su asistencia así como la de los testigos y peritos solicitados por la Fiscalía y por la defensa y, encontrándose legalmente constituido el Tribunal Primero de Garantías Penales del Carchi por los señores Doctores: Ana Elizabeth Obando Castro (Jueza de Sustanciación) Hernando Neptalí Becerra Arellano y Marlon Patricio Escobar Jácome declara abierto el juicio. Aclarando que en este tipo de delito de conformidad a lo establecido en el Art. 76 numeral 7 literal d) de la Constitución y Art. 255 del Código de Procedimiento Penal la presente audiencia de juzgamiento es de carácter reservada. 3.1.- EXPOSICIÓN INICIAL. 3.1.1.- De conformidad a lo establecido en el Art. 286 del Código de Procedimiento Penal, el señor Dr. Hugo Marcelo Velasco, fiscal de la causa al realizar su exposición inicial del hecho que es objeto del presente enjuiciamiento, refiere que: La Fiscalía trae a conocimiento y resolución una inconducta que violenta principalmente el Art. 158 de la Ley Sustantiva Penal, que contiene el tipo penal de sabotaje a servicios públicos o privados, cuya proporción fáctica se concreta a un hecho acontecido con fecha treinta de septiembre del año dos mil diez, en las instalaciones del Comando de Policía Carchi Nro. 10, llamado en ese entonces de esa manera, de esta ciudad de Tulcán, cantón Tulcán, provincia del Carchi, cuando los señores Coroneles en servicio activo de la época, Héctor Aníbal Mejía Araque y Byron Eduardo Viteri Estévez, en sus calidades de Comandante y Comandante Ocasional o Subcomandante, respectivamente, disponen por radio patrulla de que todas las unidades policiales que ya se encontraban con antelación asignadas a sus lugares de trabajo, se concentren en las instalaciones de este recinto policial, razón por la cual en cumplimiento de estas disposiciones los señores miembros de la policía nacional, de todas las unidades se concentran en este recinto policial, en donde toman la palabra los jerárquicamente superiores y principalmente hacen conocer los acontecimientos que se verificaban al interior de nuestro país es decir de que se estaba poniendo en riesgo la democracia ecuatoriana, además de haberse infringido lo establecido en el Art. 158, la Fiscalía considera de que esta conducta también violenta el Art. 158 inciso primero del texto constitucional, que dispone que la policía nacional, principalmente es una institución de protección de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos, del inciso 4 de esta misma norma constitucional que establece que las servidoras y servidores de la policía nacional, se formarán bajo los fundamentos de la democracia y de los derechos humanos; el Art. 159 de la suprema ley en su inciso segundo que determina que las autoridades policiales son los únicos responsables de las decisiones que tomen o emanen, que se ha violentado el Art. 163 del Constitución de la República, que determina que la policía nacional, es una institución armada especializada, cuya misión fundamental es atender a la seguridad ciudadana y mantener el orden público, que la Fiscalía se compromete procesalmente a justificar tanto la existencia de la infracción como la responsabilidad de los señores procesados en el cometimiento del tipo penal que mantiene la acusación fiscal, esto es de los señores Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez; y, Luis Alberto Vaca Sandoval, en los grados de responsabilidad establecidos en el auto de llamamiento a juicio que fuera remitido por el señor Juez Aquo inferior y que han servido de base para estar en la tercera etapa de este proceso penal, justificación que la realizará con la judicialización e incorporación de prueba testimonial, documental y pericial. 3.1.2.- A continuación se concede la palabra al Dr. Arturo Espinoza Romo, en su calidad de Delegado de la Procuraduría General del Estado en Carchi, quien manifiesta: La Fiscalía ha traído en mención los hechos suscitados el once de septiembre del dos mil once hechos que fueron conocidos a nivel nacional por toda la ciudadanía y que desencadenaron en varios hechos que demostraron negligencia por parte de las instituciones llamadas a precautelar la seguridad de la ciudadanía, la Fiscalía trae en conocimiento un proceso penal en el cual se juzgará la conducta de los ciudadanos Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez, en calidad de autores del delito tipificado en el Art. 158 del Código Penal y de la conducta del ciudadano Luis Alberto Vaca Sandoval en calidad de encubridor de la infracción habiendo establecido el señor fiscal las pruebas que presentará a fin de demostrar la existencia de la infracción y la responsabilidad de los mencionados ciudadanos, rarificándose por tanto en la intervención realizada por el señor fiscal al exponer su alegato de apertura. 3.1.3.- Concedida la palabra al Dr. Iván Patricio Durazno Campoverde, defensor del acusado Héctor Aníbal Mejía Araque, al realizar su exposición inicial en lo principal manifiesta: Ejerciendo el noble derecho a la defensa, garantizado en el Art. 76 numeral 7, literales a), b) y c) de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico Integral Penal, consecuentemente teniendo en consideración el Art. 1, 5.1 y 5.4 del Código de Procedimiento Penal, esto es dentro de este proceso penal garantista, neo constitucional de derecho penal mínimo, argumenta jurídicamente su primer alegato, en los términos de Robert Alexy, sobre la teoría de la argumentación jurídica, en cuanto a la parte fáctica demostrativa jurídica propiamente dicha, en la parte fáctica Fiscalía ha relatado cuales son los hechos que de acuerdo al “Onus Probandi”, Fiscalía demostrará presumiblemente de acuerdo al Art. 250 del Código de Procedimiento Penal, la existencia de una infracción y consecuentemente una presunta responsabilidad de su patrocinado señor Coronel Héctor Mejía Araque, en cuanto a Procuraduría en la parte fáctica, ha manifestado los hechos del once de septiembre del año dos mil once, desconociendo cuáles serán esos hechos, en cuanto a la parte demostrativa efectivamente la carga de la prueba corresponde a Fiscalía y será Fiscalía quien con prueba testimonial, instrumental, material y pericial, demuestre la responsabilidad de su patrocinado, como así lo ha ofrecido; en cuanto a la parte netamente jurídica será en su análisis del debate en donde haga alusión a las antinomias y obviamente a las concordancias de normas y principios igualmente de doctrina y jurisprudencia nacional e internacional, en esta primera intervención de alegato de apertura, Fiscalía manifiesta que efectivamente el Coronel Héctor Mejía Araque, aparentemente adecuaba su conducta a lo establecido en el Art. 158 del Código Penal y que efectivamente incumpliría también lo dispuesto en el Art. 158, incisos primero y cuarto de la Constitución de la República del Ecuador como misión o función de la Policía Nacional, es decir reguardar la democracia y los derechos humanos, en ese sentido la defensa de Héctor Mejía Araque justificará que efectivamente no se ha dado cumplimiento y así lo demostrará con prueba testimonial a la doctrina “fumus boni iuris”, o apariencia del derecho, hubo del buen derecho, en la doctrina jurídica moderna el derecho penal debe ser demostrado efectivamente, tanto la existencia material cuanto la responsabilidad penal, bajo los parámetros de adecuación a su conducta de tipo penal vigente; Fiscalía ha acusado bajo el Art. 158 del Código Penal, dicha disposición legal dentro de la doctrina se conoce como desagregación jurídica, ya no está en la actual ley penal vigente, por lo tanto se pretendería juzgar una conducta por un tipo penal desagregado del sistema penal ecuatoriano, consecuentemente querer conseguir una pena afectando al Art. 76 numeral 3 parte final de la Constitución de la República del Ecuador, principio de legalidad procesal penal, tampoco se podrá juzgar a una persona si no conforma a leyes pre existentes y de acuerdo al trámite propio de cada procedimiento, amén de lo establecido en los Art. 75 y 76 de la Constitución de la República del Ecuador, también principio de tutela judicial efectiva, demostrará durante el desarrollo de la audiencia reservada y contradictoria que efectivamente se ha incurrido en lo que garantiza el Art. 32 del Código Orgánico de la Función Judicial, violación de tutela judicial Art. 75, Art. 82 de Constitución, Seguridad Jurídica, Art. 169 Sistema Procesal, consecuentemente se ha violado desde el inicio el debido proceso a favor del Coronel Héctor Mejía Araque, las garantías de las tutelas judicial efectiva, consecuentemente conllevaría a un error judicial y a una mala administración de justicia por parte de Fiscalía, en cuanto a la función y a la misión que se dice se demostrará en esta audiencia de haber faltado a la democracia y a los derechos humanos, se justificará que efectivamente de acuerdo a lo establecido en el Art. 424 y 425 de la Constitución de la República del Ecuador; los Instrumentos Internacionales como el Código de Conducta para Funcionarios de hacer Cumplir La Ley, el Coronel Héctor Aníbal Mejía Araque, dio cumplimiento estricto a lo que establece precisamente el Art. 158 numeral 4 de la Constitución de la República del Ecuador, mantener la paz y el estricto respeto a los derechos humanos tanto a nivel nacional como internacional, será motivo de análisis el cumplimiento de su misión y de su función como Coronel de la República y representante en esta provincia de las fuerzas armadas, en este caso de la noble Policía Nacional, así mismo justificará que Fiscalía no podrá demostrar efectivamente el “Mens rea y Actus reus” que pudo haber incurrido su patrocinado, es decir la doctrina penal actual manifiesta que se tendrá una pena para quien mantenga una mente criminal, adecuando a un tipo penal, con dolo, con la intención, lo que opera en el sistema penal, constado en el Art. 11 y 32 del Código Penal, su defendido no tiene una mente criminal y obviamente “Actus reus”, un solo acto, un solo elemento probatorio no podrá ser canalizado legalmente para demostrar que existe responsabilidad penal, bajo estos parámetros deja una inquietante pregunta, en esta audiencia de juzgamiento se descubrirá la verdad histórica, la verdad jurídica por parte de la defensa o se descubrirá la verdad política de este caso, como lo decía Ronald Dworkin, en su obra los Derechos en Serio de este caso Hércules político, cuál de esas tres verdades saldrá a la luz. 3.1.4.- El señor Dr. Mario Javier Noboa Estévez, defensor del acusado Byron Eduardo Viteri Estévez, al realizar su exposición inicial del hecho que es objeto del presente enjuiciamiento, por su parte refiere que: Resulta preocupante iniciar la defensa cuando se están violentando los derechos constitucionales de su defendido el señor Coronel en servicio pasivo Byron Eduardo Viteri Estévez, por cuanto se violenta el debido proceso, las garantías básicas del ser humano, pues el señor fiscal ha iniciado su primera exposición argumentando el Art. 158 del Código Penal, justificando la violación de un hecho que nunca se dio en la ciudad de Tulcán, provincia del Carchi, pero mucho más preocupante es porque hace expresión a el Art. 158 sin tomar atención que con fecha doce de mayo del dos mil quince, lo señores jueces de la Corte Provincial determinan que la figura penal a ser analizada es el Art. 346 del Código Penal, observando el Art. 16.2 del Código Orgánico Integral Penal, así como también debiendo hacer eco del principio de legalidad en el Art. 5.1 y 5.2 Ibídem. Es decir cambia la figura penal sabiendo que existió ya una disposición y un Tribunal anterior cuando se solicitó se declare la nulidad por parte del señor Coronel Héctor Mejía, pero pese a ello manifiesta que se ha violentado el Art. 158 y 163 de la Constitución de la República del Ecuador, habiéndose demostrado dentro de la etapa investigativa que en ningún momento el señor Coronel Byron Eduardo Viteri Estévez, violentó la Constitución, por el contrario obediente al mandato constitucional, obediente a lo establecida en el Art. 159, siempre estuvo a órdenes de la primera autoridad política de la provincia, esto es el señor Gobernador, tanto es así que se halla demostrado en el expediente y lo demostrará con las pruebas testimoniales, instrumentales y materiales que presentará en su oportunidad, que se pretende acusar a inocentes, cuando lo que hicieron en fecha treinta de septiembre del año dos mil diez fue someterse y subordinarse al poder político y respetar a la primera autoridad del país, el señor Presidente Constitucional de la República del Ecuador, ha pisoteado el Art. 56 de la Constitución, su defendido es inocente y se declara inocente, haciendo alusión al Pacto de Derechos Civiles en su Art. 14, es obligación los Jueces velar para que en la Sala se maneje estrictamente apegados a lo establecido en el Art. 424 y 425 de la Constitución, pues se pretende violar los derechos establecidos en la Constitución, la Ley y Derechos Internacionales, habiendo la oportunidad en su momento propicio de demostrar a Fiscalía y al Tribunal que su defendido Byron Eduardo Viteri Estévez es inocente de los cargos imputados en su contra. En lo que se refiere a la intervención del señor representante de Procuraduría, la fecha establecida por él no tiene nada que ver con lo hechos por los cuales se está juzgando, esto es los hechos del día jueves treinta de septiembre de dos mil diez, hechos que se dieron en la ciudad de Quito no habiendo existido nada en absoluto en la ciudad de Tulcán, pues todos los ciudadanos que habitan en esta ciudad de Tulcán, provincia del Carchi, a conciencia saben que nunca hubo nada en esta ciudad y provincia, desde el límite provincial hasta el límite internacional nunca se presentó ninguna figura como la que está estableciendo el señor fiscal en el Art. 158, sería importante en el debate establecer cuál de las dos figuras jurídicas se va a analizar si la del Art.158 del Código Penal o la del Art. 346 del Código Orgánico Integral Penal, respetando el debido proceso y los derechos de su defendido. 3.1.5.- Finalmente el Dr. Lenin Pazos Arellano, defensor del acusado Luis Alberto Vaca Sandoval, al realizar su exposición inicial manifiesta: Es importante establecer ciertos paradigmas jurídicos y fácticos relevantes que tendrán que ser analizados a la conclusión de esta audiencia y es fácil darse cuenta a donde puede llegar la obsesión en el abuso del poder y por eso es que Carrara, bien lo manifestó hace tres siglos que lo más nocivo para desestabilizar una comunidad humana es el abuso del poder sistemáticamente utilizado y eso es evidente en este proceso, de un hecho inventado, tergiversado, manipulado, iniciar una instrucción fiscal y lograr un llamamiento a juicio significa que nuestro sistema jurídico penal está en decadencia por qué no se logra la transparencia y la seriedad jurídica, porque no están fácil y no es justo que personas inocentes estén sometidas a un proceso penal que a nivel psicológico, social y moral es absolutamente demetriario, es totalmente dramático, por eso es injustificable la actitud de la Fiscalía y la persistencia en acusar un hecho inexistente, cabe redundar de que el día treinta de septiembre de dos mil diez, en esta ciudad de Tulcán no se generó absolutamente ninguna actitud que tipifique lo establecido el Art. 158 del Código Penal, porque es relevante que la lógica del derecho penal es que la ley debe prever una conducta licita y establecerla en el tipo penal pero si se analiza los conceptos que maneja el Art. 158 no hay uno absoluto en que haya incurrido su defendido, de ahí que el error a nivel fáctico es gravísimo y a nivel jurídico es aún más grave, siendo necesario tomar en cuenta el hecho de que los comandantes de la policía que ejercían sus atribuciones en aquella época y que están siendo hoy procesados, debían por un principio de una institución policial anteponerse a consecuencias quizás que podrían acarrear desestabilización en la provincia, por los problemas que se suscitaron en la ciudad de Quito y prevenir la conducta de sus subalternos para que sigan sometidos a un régimen constitucional, que se lo tergiverse por presunciones dolosas políticas es absolutamente injustificable, por otra parte es muy grave que la Fiscalía desconozca los principios de legalidad y favorabilidad que son principios legales y constitucionales, pues se sabe que el actual Código Orgánico Integral Penal, deroga el grado de encubrimiento como punible y sin embargo pese a que estaba vigente la nueva legislación penal al momento de que se realizó la audiencia preparatoria de juicio o de presentación del dictamen ya estaba derogado el encubrimiento como un tipo de responsabilidad penal, sin embargo se llama a su defendido por encubrimiento, siendo por tanto un error jurídico imperdonable porque su patrocinado tiene que estar defendiéndose por un proceso inconsecuente a nivel jurídico, irreal a nivel fáctico y estar en una situación muy grave; por lo tanto deja expresamente impugnada la acusación fiscal porque su defendido al no haber existido un hecho ilícito, que podía haber encubierto, si sus funciones como jefe de guardia son específicamente establecidas en el Reglamento y su misión es anotar novedades, si en el cuartel de policía no se generó ninguna novedad que acto podía registrar ya que aquí no se generó ningún ilícito, por tanto encubrir un hecho inexistente es totalmente absurdo y sostener una acusación de un grado de responsabilidad penal derogado es jurídicamente ilógico por lo tanto lo deja expresamente impugnado y lo demostrará reservándose el derecho de repetición porque eso no puede quedar así. CUARTO.- PRUEBAS.- A continuación para prueba se concede la palabra al señor fiscal de la causa quien previo a llamar a los testigos anunciados por él, requiere la presencia de la señora Verónica Avilés, Bodeguera de la Policía Judicial del Carchi, a fin de que entregue la cadena de custodia que fuera remitida por el Departamento de Criminalística de Pichincha, como en efecto lo hace, evidencia que es impugnada por la defensa de los acusados por afectar el Art. 76 numeral 4 de la Constitución, Art. 83 del Código de Procedimiento Penal; no se sabe el contenido de la evidencia entregada por Marcelo Pérez, recibida por Mónica Garcés quienes no se encuentran presentes, que no procede por los principio de pertinencia e inmediación; además porque se violenta el debido proceso. Acto seguido se receptan los testimonios propios de: 4.1.1.- Jaime Patricio Pillajo Quitiaquez, mismo que en lo principal refirió que en su calidad de perito criminalístico, en la presente causa fue designado y posesionado a fin de realizar una experticia de audio video y afines, consistente en la extracción de información de dos dispositivos de almacenamiento óptico, habiendo presentado su respectivo informe existiendo además una ampliación al mismo, puesta a su vista el sobre que fuera entregado por Verónica Avilés, indicó que consiste en la evidencia debidamente etiquetada por el Departamento de Criminalística de Pichincha, en él se encuentran dos dispositivos que fueron objeto de su pericia, el un dispositivo de almacenamiento corresponde a imágenes de los hechos suscitados el treinta de septiembre de dos mil diez en la ciudad de Tulcán y el otro corresponde a la ciudad de Quito, proyectado que fuera uno de los videos refiere que corresponde a los hechos sucedidos en la ciudad de Tulcán, entre otras cosas indicó que se puede observar el Cuartel Policial de la ciudad de Tulcán, un vehículo de similares característica a los utilizados por la Policía Nacional, una persona de sexo masculino quien se encuentra haciendo actos similares a la de una entrevista y personas que se aglomeran hacia la parte posterior, varias personas uniformadas y de civil aglomeradas, existe otra persona utilizando vestimenta de similares características a la sutilizadas por miembros de la Policía Nacional que manifiesta “el sentir del personal es igual que el del resto del personal del país”, luego de la experticia llega a la conclusión de que los dispositivos analizados no presentan adulteración, la información fue realizada de manera general en relación a lo que sucede en el video y del número de personas que hablan en el mismo, la transcripción del audio se encuentra plasmada en su informe. El señor fiscal pone a la vista el acta de posesión de perito No. 270-2010 H.V, informe técnico pericial de audio video y afines No. PJC20140000111 y ampliación del mismo, ratificándose en su contenido, reconoce como suyas la firma y rúbrica puestas en dichos documentos; con este testimonio el señor representante de la Fiscalía solicita se introduzca como prueba a favor de la Fiscalía los videos materia de la pericia y los referidos documentos, mismos que son objetados por la defensa de los acusados argumentando que en el informe constan experticias sobre hechos sucedidos en la ciudad de Quito, lo que violenta los Arts. 156 y 252 del Código de Procedimiento Penal, no consta la cadena custodia violando lo establecido en el Art. 76 numeral 3, parte final de la Constitución y numeral 4 de dicha disposición legal, alegando además que en la ampliación del informe no constan los nombres y apellidos de las personas que intervienen en el video. Ante el examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque refiere que el informe fue realizado únicamente por él en la fase de indagación previa, habiendo realizado esa diligencia ha pedido de la Fiscalía no por orden de Juez, los dispositivos le fueron entregados por el Dr. Vizcaíno, Secretario de Fiscales. 4.1.2.- Cbop. Jairo Javier Orbe Armendáriz, al rendir su testimonio manifiesta que en su calidad de perito criminalístico, acreditado por el Consejo de la Judicatura, fue designado y posesionado a fin de realizar la diligencia de reconocimiento del lugar de los hechos por lo que con fecha trece de mayo de dos mil catorce, se trasladó a diferentes puntos de la ciudad, entre los que recuerda la parroquia de Urbina, Rumichaca, Control Sur, UPC de Tufiño, y en el Comando, lugares en los que a la fecha de su pericia pudo observar que todas las actividades se encontraban realizando con total normalidad, sus compañeros policías se encontraban trabajando en las diferentes unidades de servicio. El señor fiscal pone a la vista el acta de posesión de perito No. 270-2010-HV y el informe pericial de reconocimiento del lugar de los hechos No. PJCIT1400106-2014, ratificándose en su contenido, reconoce como suyas la firma y rúbrica puestas al pie de dichos documentos, el señor representante de la Fiscalía solicita se introduzca como prueba a favor de la Fiscalía los referidos documentos, informe que es objetado por la defensa de los acusados en razón de que el mismo hace alusión a diferentes sitios de la provincia del Carchi, nada ilustra al hecho que se está juzgando. Al examen realizado por la defensa del ciudadano Héctor Mejía Araque, refiere que durante el desarrollo de la diligencia, no se encontraba el señor Héctor Mejía Araque, así como tampoco defensor alguno, ni testigos, únicamente Fiscalía, en su informe indica las personas con las que se encontraba y en que vehículo se trasladó. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Eduardo Viteri Estévez refiere que no se encontró ningún indició en el lugar de los hechos. 4.1.3.- Sgop. Wilson Paúl Guacho Tixi, al rendir su testimonio manifiesta que fue designado y posesionado en calidad de perito a fin de realizar el reconocimiento del lugar de los hechos específicamente de las instalaciones del Comando de Policía Carchi Nro. 10, ubicado en las calles Manabí y Guatemala de la ciudad de Tulcán, el señor fiscal pone a la vista el acta de posesión de perito y el informe pericial de reconocimiento del lugar de los hechos No. 076-PJ-C-2015, ratificándose en su contenido, reconoce como suyas la firma y rúbrica puestas al pie de dichos documentos, mismos que el señor representante de la Fiscalía solicita se introduzca como prueba a su favor, documentos que no son objetados por la defensa de los acusados. Al contra examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía, refiere que no recuerda su número de acreditación; al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri, indica que en el lugar de los hechos materia de su pericia no encontró ningún vestigio sobre los hechos materia de la causa. 4.1.4.- Nelson Horacio Monroy García, en lo principal indica que el día treinta de septiembre de dos mil diez, encontrándose desarrollando sus labores en las instalaciones de la Jefatura Provincial de Migración del Carchi, ubicadas en el Puente Internacional de Rumichaca, llegaron delegados de la policía de Colombia a informar que por disposición de altos mandos iban a proceder a cerrar la frontera del lado colombiano, por los hechos suscitados en el interior del Ecuador, en base a las protestas de miembros policiales en contra del gobierno. Al examen efectuado por el Dr. Mario Noboa, defensor de Byron Viteri, indica que a través de la Comandancia fue convocado a un seminario taller dispuesto por la Fiscalía, en el cual le indicaron que era un acto preparatorio para agilitar el proceso, no habiendo sido presionado, que el treinta de septiembre de dos mil diez laboró con total normalidad durante todo el día. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Aníbal Mejía refiere que el día de los hechos no hubo ninguna destrucción o inutilización de bienes en el Puente, no fue interrumpido el tráfico, no hubo conmoción en el lugar. Al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval indica que los actos indisciplinaros por parte de agentes de policía, según las noticias, se dieron en las principales ciudades del país. 4.1.5.- Cbos. Wilson Fabián Molina Moreno, el día treinta de septiembre de dos mil diez, encontrándose de servicio desde las seis de la mañana, en el sector del Parque Ayora de la ciudad de Tulcán, entre las nueve y nueve y media de la mañana se dirigió al Comando a pasar lista por disposición dada mediante la central de radio patrulla, ya en ese lugar se encontraban alrededor de ochenta a cien miembros de la policía pertenecientes a diferentes unidades policiales, durante diez a quince minutos intervino el Coronel Héctor Mejía, Comandante Provincial del Carchi, mismo que dispuso que salgan a colaborar con la ciudanía ya que la policía se debe a ella y era su deber estar en las calles, caso contrario serían sancionados de acuerdo al Reglamento de la institución, mientras se trasladó al Comando no quedó ningún remplazo por cuanto estaba cumpliendo una disposición, no fue presionado a fin de rendir su testimonio. Al examen realizado por la defensa de Héctor Mejía Araque, refiere que a través de los medios de comunicación se enteró de que en Quito y Guayaquil se estaban dando manifestaciones por parte compañeros de la policía, luego de recibir las disposiciones regresó a su lugar de trabajo habiendo laborado durante su turno de servicio con total normalidad, no recibió ninguna disposición de paralización o deterioro de servicios públicos. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri refiere que mientras dejó su lugar de trabajo a fin de recibir disposiciones no existió ninguna novedad, no recibió disposición alguna del Coronel Viteri; al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval, indica que durante el referido día no se dieron actos de violencia. 4.1.6.- Cbop. Luis Fernando Chamorro Ibarra; al rendir su testimonio en lo principal refiere que el día treinta de septiembre de dos mil diez, acudió a laborar a las seis y treinta de la mañana por el sector de la visera del Terminal, por disposición de la central de atención ciudadana aproximadamente a las diez de la mañana avanzó al Comando, en donde se encontraban alrededor de cuarenta a cincuenta personas de diferentes unidades policiales, permaneciendo en ese lugar alrededor de diez a quince minutos mientras intervino el Coronel Mejía, quien les explicó que ante lo que estaba sucediendo en Quito y Guayaquil, esto es que miembros policiales de esas ciudades estaban adoptando actitudes que no están acordes con la actuación de la policía, les dispuso que avancen a sus puestos de servicio a fin de que realicen sus labores normalmente y que el pasaría controlando, si no estaban serían sancionados disciplinariamente, por cuanto solo fue a recibir disposiciones no fue remplazado durante su permanencia en el Comando, no fue presionado a fin de rendir su testimonio. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque indica que, la disposición dada por el Coronel Mejía fue que salgan a cumplir con sus labores, no existió ninguna disposición de suspensión, paralización, destrucción, deterioro, inutilización de servicios públicos, pues todo se desarrolló con normalidad y calma, conoce al Coronel Mejía quien siempre ha sido respetuoso de los derechos humanos, de precautelar la seguridad y paz de la ciudadanía. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri refiere haber recibido un memorándum a fin de asistir a un seminario taller preparatorio ha pedido del señor fiscal, no habiendo sido presionado para rendir su testimonio, no recibió orden alguna por parte del Coronel Viteri de suspender servicios a la colectividad. 4.1.7.- Fausto Alexander Albán Fierro, en lo principal refiere que el día treinta de septiembre de dos mil diez laboró desde las seis y treinta de mañana en las calles Bolívar y García Moreno de la ciudad de Tulcán, a las nueve y media de la mañana por medio de la central de atención ciudadana se le indicó que avance al Comando a formar, al llegar se encontraban aproximadamente veinte a treinta compañeros, el coronel Mejía intervino alrededor de diez a quince minutos y les manifestó que no se metan en problemas que salgan a laborar normalmente, que no plieguen a lo que estaba sucediendo en la ciudad de Quito, y que por tal razón retornen a sus puestos de trabajo como un día normal, durante el tiempo de permanencia en el Comando no fue remplazado, no fue presionado a fin de rendir su testimonio. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque, refiere no haber escuchado disposición alguna de que haya ordenado la paralización, interrupción, deterioro o destrucción de bien público alguno, no existió actos de violencia sabotaje o algún acto que haya generado conmoción, conoce al Coronel Mejía quien siempre ha sido respetuoso de los derechos humanos y de la democracia en el país. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri indica no haber recibido disposición alguna por parte del Coronel Viteri de suspender servicios a la colectividad; luego de escuchar las disposiciones en el Comando regresó a su lugar de trabajo en donde todo se desarrolló con total normalidad. Al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval, indica que el día treinta de septiembre no se dieron actos de violencia pues todo fue normal. 4.1.8.- Suboficial Segundo Eduardo Enríquez Morejón, al rendir su testimonio en lo principal refiere que el día treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba prestando sus labores desde las seis y treinta de la mañana en servicio de tránsito en las calles Sucre y Panamá, al pasar un patrullero se le indicó que existe la orden de avanzar al cuartel, razón por la cual se dirigió al Comando de Policía entre las ocho u ocho y media de la mañana, en donde se encontraban aproximadamente cien compañeros de diferentes unidades policiales, intervino el Coronel Mejía por el lapso de quince a veinte minutos, manifestándoles que salgan a trabajar normalmente a sus lugares de servicio, durante los cuarenta y cinco minutos que demoró en escuchar las referidas indicaciones no fue remplazado, no fue presionado a fin de rendir su declaración. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque, refiere que en la ciudad no existió paralización, interrupción, deterioro o destrucción de bien público alguno, pues no existió disposición alguna referente a ello, la ciudad estuvo tranquila, generalmente para escuchar disposiciones no se deja remplazo, conoce al Coronel Mejía quien siempre ha sido respetuoso de los derechos humanos y de la democracia en el país, en especial el referido día, pues les aconsejó salieran a trabajar normalmente, que no se metan en problemas. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri indica que en ningún momento paralizó el servicio, no recibió disposición alguna de hacerlo, fue un día normal, días antes recibió un memorándum habiéndose entrevistado con el señor fiscal y un representante de la Fiscalía de Quito quienes les solicitaron declaren como habían sucedido los hechos. Al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval, indica que el día treinta de septiembre durante su permanencia en el Comando no existió ningún tipo de disturbio.4.1.9.- Sgos. Edgar Roberto Pilco Duchi, al rendir su testimonio en lo principal refiere que el día treinta de septiembre de dos mil diez fue asignado a realizar sus funciones en las Calles Sucre y Boyacá en el servicio de Tránsito, luego de formar a las seis y treinta de la mañana salió a trabajar de forma habitual, un compañero le indicó que avance al Comando a recibir disposiciones, alrededor de las diez de la mañana, encontrándose en el lugar alrededor de ochenta personas pertenecientes a diferentes unidades policiales, intervino el Coronel Mejía alrededor de veinte minutos, luego de lo cual regresó a cumplir sus labores de forma normal, no fue remplazado durante el tiempo que permaneció en el Comando ya que únicamente acudió al lugar a recibir disposiciones, no fue presionado a fin de rendir su declaración pues está cumpliendo una disposición de declarar ante el Tribunal. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque, refiere que el día de los hechos el Coronel Mejía en ningún momento dio la disposición de paralizar, interrumpir, deteriorar o destruir servicios públicos en Tulcán, no existiendo actos de violencia en Tulcán, conoce al Coronel Mejía quien siempre ha sido respetuoso de los derechos humanos y de la democracia en el país. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri indica que generalmente por medio de la central de atención ciudadana se les indica que avancen al Comando a escuchar disposiciones, eso no constituye un abandono de servicio, el referido día no recibió orden alguna del Coronel Viteri respecto a atentar contrala seguridad interna del país. Al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval, indica que el día treinta de septiembre durante su permanencia en el Comando no existió ningún tipo de disturbio pues no hubo novedad alguna. 4.1.10.- Sgos. Juan Carlos Santillán Tatamuéz, en lo principal refiere que con fecha treinta de septiembre desde las seis y media de la mañana se encontraba de servicio en el terminal terrestre de la ciudad de Tulcán, luego a eso de las diez de la mañana recibió una disposición por medio de la central de radio de avanzar a recibir disposiciones al Comando de Policía, ya en el lugar se encontraban alrededor de treinta a cuarenta personas, al formar el Coronel Mejía intervino alrededor de quince a veinte minutos y les indicó que fueron convocados en razón de que en las ciudades de Quito y Guayaquil uniformados estaban tomando acciones que no están de acuerdo a la formación de un policía, a fin de ordenarles salgan a cumplir con su servicio en favor de la ciudadanía, luego de lo cual se retiró a cumplir normalmente su servicio, durante su permanencia en el lugar no fue remplazado por nadie ya que acudió a recibir disposiciones. Al ser contra examinado por la defensa de los acusados indica que generalmente cuando reciben una disposición por medio de radio patrulla de acudir a un sitio determinado, como el de sus unidades, no se deja remplazo, durante su permanencia en el Comando y en su lugar de trabajo no observó ningún tipo de violencia o deterioro a bines públicos, no existió orden alguna de atentar contra la democracia en el país, pues al contrario el Coronel les manifestó que cumplan con sus labores policiales caso contrario serían sancionados disciplinariamente; acotando que el referido día no hubo disturbios en el interior del Comando así como tampoco actos de violencia en la ciudad de Tulcán. 4.1.11.- Cbop. Byron Jaime Revelo Martínez, refiere que con fecha treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba desempeñando el servicio como motorizado de tránsito, como omega, repartiendo documentación por diferentes puntos de la ciudad, por indicación de la central de radio, a eso de las diez de la mañana, aproximadamente, se dirigió al Comando a fin de escuchar disposiciones, encontrándose en el lugar alrededor de treinta personas de diferentes unidades, intervino el Coronel Héctor Mejía de diez a quince minutos quien dispuso que debido a los problemas que se encontraban suscitando en la ciudad de Quito, el personal labore con normalidad, no fue instruido para realizar su declaración. Al ser contra examinado por la defensa de los acusados indica que durante ese día no se dieron actos de sabotaje, violencia o conmoción en la ciudad de Tulcán; al haber estado repartiendo documentación por diferentes puntos de la ciudad como motorizado de servicio de tránsito por diferentes puntos observó que la ciudad de Tulcán estuvo protegida, no recibió disposición alguna de paralización de servicio público, durante su permanencia en el Comando todo estuvo en orden. 4.1.12.- Suboficial Miguel Ángel Aguirre Sotaminga, al rendir su testimonio refiere ante el Tribunal que con fecha treinta de septiembre de dos mil diez prestó sus servicios en la Policía Judicial del Carchi en calidad de agente investigador, se trasladó al Comando de Policía a fin de dar parte de las novedades suscitadas en su labor al Coronel Viteri, pues él se encontraba desempeñando las funciones de Comandante Ocasional, al llegar al lugar el Coronel Mejía había estado dando disposiciones indicando al personal que no se metan en problemas, que trabajen normalmente, ahí estaban alrededor de treinta personas de diferentes unidades policiales, puestas a su vista unas fotografías por parte del señor fiscal indica que se visualiza en unas de ellas, corresponde a una formación cualquiera al momento de pasar lista. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque, respecto a los fotografías puestas a su vista por parte de Fiscalía refiere que en ellas no se observa actos de violencia, también fue procesado dentro de la presente causa. Al contra examen efectuado por la defensa de Byron Viteri Estévez refiere que en la ciudad todo estaba normal el Comando laboró sin ningún contratiempo. Al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval refiere que mientras se dio la formación policial a la que hizo referencia no observó ninguna clase de disturbio en el interior del Comando, el Tnte. Vaca ese día se encontraba desempeñando las funciones de jefe de guardia, si hubiera existido alguna novedad era su obligación regístrala, pero ese día no pasó nada. 4.1.13.- Mayor Diego Javier Barriga Hidalgo, en lo principal refiere que a pedido de Inspectoría realizó un informe respecto a las novedades de personal, parte logística, administrativa, que en el documento consta que no existió ninguna novedad en el Comando Carchi, el día treinta de septiembre hubo la disposición de que se acerquen a las instalaciones del comando los servidores policiales de las diferentes unidades que se encontraban laborando, a fin de recibir disposiciones a excepción del grupo motorizado y las unidades de la policía comunitaria, a quienes personalmente dio la disposición de que el grupo motorizado se quede en la ciudad y el personal de policía comunitaria permanezcan en los puestos de servicio, habiendo receptado la disposición por medio de la central de radio, que el Coronel Mejía habló alrededor de diez a quince minutos a los servidores policiales ante lo sucedido en Quito y les pidió realicen sus actividades con normalidad y retornen a sus unidades de trabajo y así lo hicieron. Al examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval, indica que luego conoció que el agente Vaca ese día se encontraba desempeñando las funciones de jefe de guardia, si hubiese habido alguna novedad tenía que registrarla, al no haber disturbios el Tnte. Vaca no tenía que realizar parte alguno. Al contra examen efectuado por la defensa de los acusados Mejía y Viteri indica que el día treinta de septiembre no hubo ninguna situación anómala, fue un día normal en las actividades de los servidores policiales, personalmente recibió la disposición del Coronel Viteri de reforzar la cárcel, pues él se encontraba al mando, posteriormente retomó el mando el Coronel Mejía, no existiendo ninguna novedad, el personal fue llamado a recibir disposiciones, al ver las acciones que se estaban cometiendo en Quito recuerda que el Coronel Mejía indicó que ellos no iban a incurrir en ese tipo de actos; la ciudad nunca estuvo desprotegida, el llamado a los policías fue para que exista un pronunciamiento respecto a lo que se observaba por medio de los medios de comunicación en la ciudad de Quito y ellos tenían que saber cuál era la posición de los jefes del Comando que como ya lo refirió la disposición fue realizar normalmente su actividades, fue convocado asistir a un taller de preparación para la audiencia en la que estuvo presente el señor fiscal y dos personas más, habiéndole efectuado algunas preguntas pero no fue inducido para rendir su testimonio.4.1.14.- Sgos. Edison Segundo Montenegro Lima y Cbos. Leonardo Mauricio Oviedo Fraga, refieren de forma concordante que respecto a lo hechos suscitados el día treinta de septiembre de dos mil diez mediante memorando suscrito por el mayor Morales, efe de asuntos internos, se les dispuso realicen un informe interno administrativo en el plazo de cuarenta y ocho horas, por lo que mediante oficio solicitaron a los Jefes de servicio del Comando se remita informe detallado en el cual se haga constar si el treinta de septiembre de dos mil diez en cada servicio se originó o no alguna novedad, de igual forma se haga constar si existió novedades con los bienes físicos de la institución, como lo son vehículos o materiales como municiones, en todos los oficios que fueron remitidos con los informes se hacía constar que las actividades del personal policial el referido día se habían desarrollado de forma normal y en el ámbito de los bienes materiales y logísticos no había existido ninguna novedad; dentro de las investigaciones mediante versiones recabadas se determinó que el Coronel Mejía, Comandante de ese entonces había dispuesto que las unidades disponibles ingresen al Comando a fin de recibir disposiciones, a ellos una persona les indicó que bajen a formar, en ese momento estaba interviniendo el Coronel Mejía quien les dijo que por cuanto se deben a la ciudadanía, trabajen normalmente y cumplan su misión que es cuidar a la ciudadanía. Al examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval refiere que en el momento en que se dieron las disposiciones no se generó ningún tipo de disturbio, por el informe conocieron que el Teniente Vaca ese día se encontraba como oficial de guardia y como tal era el encargado de registrar novedades, el día treinta de septiembre no se generó novedad alguna. Al contra examen indican que la disposición de elaborar el informe dentro de cuarenta y ocho horas fue dada desde la ciudad de Quito, de no hacerlo serían sancionados. 4.1.15.-Cbop. Fausto Robles Armijos, al rendir su testimonio en lo principal manifiesta que el día treinta de septiembre de dos mil diez encontrándose prestando sus servicios en calidad de Rastrillo en la Unidad de Almacenamiento de Armas y Municiones, entregó el armamento como siempre a las seis de la mañana ya que maneja las llaves de la bodega; a las nueve o nueve horas treinta minutos, aproximadamente, el Mayor Javier Morales le dispuso que entregue las llaves, se mantenga junto a él y se aumente seguridades por disposición del Comandante de la Unidad, a las catorce horas treinta minutos le fueron devueltas las llaves, indica además que el referido día no le faltó elemento alguno. 4.1.16.- Sgop. Nelson Humberto Pabón Minda, refiere que en el día treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba laborando en el Puente Internacional de Rumichaca, en el primer cuarto diurno empezando su labor a las seis de la mañana entre las ocho u ocho y media de la mañana en circunstancias en las cuales se encontraba revisando una maleta, notó que había disminuido el tráfico vehicular y la afluencia de personas, se acercó un periodista y le preguntó que estaba sucediendo ante lo cual respondió que no sabía nada, si quería obtener alguna información se acerque al Comando que ahí podía dialogar con sus jefes, en virtud de aquello se trasladó al Comando a informar esa situación, habiendo dado parte al Coronel Viteri; por cuanto labora con canes antinarcóticos se le dispuso que se traslade a la Jefatura Antinarcóticos a esperar indicaciones. Al examen de la defensa de Byron Eduardo Viteri refiere que fue despacio al Comando por cuanto estaba con dos canes antinarcóticos que cuestan alrededor de quince mil dólares cada uno por lo tanto no pueden ser dañados. 4.1.17.- Cbop. Byron Vinicio Sánchez Cabascango, al rendir sus testimonio refieren que el día treinta de septiembre de dos mil diez se encontraban prestando sus servicios en el puente Internacional de Rumichaca; entre las diez y once de la mañana fueron comunicados mediante radio se trasladen a su Jefatura y posteriormente se trasladaron al Comando a fin de recibir disposiciones del Coronel Viteri, quien dispuso que se mantengan en calma, y regresen a cumplir con sus servicios, no regresaron al Puente de Rumichaca pues se trasladaron a la Jefatura Antinarcóticos por cuanto ya era la hora de relevo ya que había terminado su servicio y en ese lugar se encuentran sus dormitorios. Al contra examen refieren que el Coronel Mejía no dispuso nada. No recibieron orden directa del Coronel Viteri de trasladarse a su Unidad, mediante un memorándum antes de realizar su declaración fue convocado a la UPEC en la que estuvo presente el señor fiscal, al no acatar una orden de un memorándum eso les puede acarrear un arresto. 4.1.18.- Cbos. Gilberto Ramiro Quille Agualongo, quien refiere que el día treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba laborando en el Puente Internacional de Rumichaca en el segundo cuarto, esto es de catorce horas a veintidós horas, no prestó servicio porque en la Jefatura Antinarcóticos le comunicó el señor subalterno de guardia que el Coronel Viteri había indicado que asistan al Comando a una charla, al llegar a dicho lugar cerca de las dos de la tarde ya se había acabado, los compañeros que estaban ahí le indicaron que el Coronel había indicado que regresen a su unidad, en el segundo cuarto no hubo presencia de policías antinarcóticos. Al ser contra examinado por la defensa de Byron Viteri refiere no haber recibido una orden directa por parte del Coronel Viteri, no recibió disposición de algún superior, permaneció en la Jefatura por cuanto en el Comando sus compañeros le indicaron que el Coronel Viteri había indicado eso. 4.1.19.- Cbos. Martín García Congo, al rendir su testimonio indica que el treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba de servicio en el Puente Internacional de Rumichaca; aproximadamente a las diez de la mañana fue comunicado por medio de la radio que se traslade al Comando a fin de escuchar disposiciones por parte del Coronel Viteri, quien dispuso que mantengan la calma y no generen ningún problema; no regresó al Puente de Rumichaca ya que se trasladó a la Jefatura Antinarcóticos por disposición del Coronel Viteri ya que era su hora de relevo. Al contra examen de la defensa del acusado Byron Eduardo Viteri refiere no haber recibido la orden directa del Coronel Viteri de trasladarse a su unidad, así como tampoco recibió orden deparalizar servicios públicos, recibió una comunicación a fin de asistir a un taller convocado por el fiscal y a quien le relató lo mismo que está declarando. De conformidad a lo establecido en el Art. 256 numeral 3 inciso final del Código de Procedimiento Penal se suspende la audiencia disponiendo su reinstalación para el día martes catorce de julio del presente año a las nueve horas. Siendo el día y hora senados para la reanudación de la audiencia una vez constatada la presencia de los sujetos procesales se declara reinstalada la audiencia. Procediéndose a receptar el testimonio propio de: 4.1.20.- Cbos. Santiago Pillajo Carrillo, al rendir su testimonio en lo principal indica que, el treinta de septiembre del dos mil diez se encontraba de patrullaje, laboraba como agente de la Policía Judicial, a eso de las ocho horas con treinta minutos trasladó un detenido hasta la Fiscalía, regresando a eso de las nueve horas con treinta minutos, por cuanto el patrullero no pudo ingresar al Comando, le tocó ingresar a pie con el detenido, su servicio fue de ocho de la mañana a ocho de la noche de la noche cumpliendo con todo el horario de trabajo, en el Comando se encontraban en ese momento cuarenta policías entre uniformados y de civiles y no observó actos de violencia ni hechos de conmoción, ni arengas, laboró todo el horario de trabajo; asistió a un curso para llegar a la audiencia, si no asistía a dicho curso iba a ser sancionado, amonestado, ingresó al cuartel sin ningún problema. 4.1.21.- Cbop. Rodrigo Fabián Valencia Fuentes, refiere que el treinta de septiembre del dos mil diez se le asignó como servicio el Puente de Rumichaca, de seis de la mañana a las catorce horas, laboró normalmente, por la radio patrulla les informaron que se trasladen al Comando en donde recibieron disposiciones del coronel Viteri quien les indicó que mantengan la calma, paz y tranquilidad, luego se dirigieron a la unidad de antinarcóticos donde permanecieron hasta la tarde, no regresaron a su puesto de trabajo en el Puente de Rumichaca; respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que como miembro del grupo GEMA realizan interdicción en carreteras y apoyan el trabajo en el Puente de Rumichaca y Control Sur, que quien era Comandante de la policía en ese entonces era el Coronel Mejía pero quien les dio órdenes fue el Coronel Viteri, en ningún caso se les dijo que se sublevaran, el personal policial cumplió normalmente sus actividades, el Puente de Rumichaca nunca estuvo cerrado, ese día no observó daños en los bienes públicos, ni de radios, ni televisión; asistió al curso convocado por la Fiscalía porque si no iba tenía una sanción, en el cuartel había normalidad en las funciones. 4.1.22.- José Gabriel Ortuño Ulco, agente de policía perteneciente al grupo GEMA, el día treinta de septiembre del dos mil diez se le asignó como servicio el Puente de Rumichaca de segundo cuarto de dos de la tarde a diez de la noche, que el señor subalterno de guardia de la unidad antinarcóticos les informó que vayan al Comando a recibir una charla del coronel Viteri, ya en el Comando la reunión se había terminado por lo que los compañeros les dijeron que la disposición había sido que regresen a su unidad, por lo que no se trasladaron al Puente de Rumichaca. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que su labor es la interdicción de carreteras y apoya a la jefatura de antinarcóticos, los puntos son Rumichaca y el control Sur; el coronel Viteri había dado la orden que se trasladen a su unidad a seguir laborando, que asistió a un curso llamado por la policía, ya que si no asistían eran sancionados reglamentariamente no cumplió el horario de trabajo porque les informaron que se trasladen al cuartel, cuando llegaron con otros cuatro compañeros se había terminado la reunión que había dirigido el coronel Viteri en la que había dicho que mantengamos la calma y regresamos a nuestro puesto de trabajo con normalidad. 4.1.23.- Segundo Patricio Pisuña Torres, refiere ser cabo primero de policía, el día treinta de septiembre del dos mil diez, no estuvo asignado a ningún servicio, a eso de las ocho de la mañana fue a la Comisaría de la Mujer y la Familia que quedaba ubicada en la gobernación, a las nueve horas con treinta minutos la central de radio había ordenado al personal policial que bajaran al Comando a recibir disposiciones, en el cuartel se encontraban cincuenta policías de todas las ramas, en ese momento el Coronel Mejía les indicó que no estaba de acuerdo con lo que pasaba en Quito y que regresaran a laborar, habló por unos quince minutos, no escuchó manifestaciones de que viva el paro, tampoco se quemó llantas, no se paralizo ningún servicio, que no miró al Coronel Viteri que haya dispuesto algo; luego se retiró a seguir laborando en la gobernación, no se paralizó servicios. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales refiere que participó en el seminario taller convocado en la Universidad Politécnica Estatal del Carchi y dijo la verdad, no le amenazaron ni le indujeron a nada; el Coronel Viteri durante el periodo de sus servicios con el personal el trato ha sido a cabalidad, respetuoso y ese día les dijo que no estaba de acuerdo con lo que estaba pasando, no incitó a que se levanten; que fue procesado en esta causa, le acusaron por estar parado en ese momento, que los aplausos fueron porque el Coronel Mejía dijo que no estaba de acuerdo con el paro, incluso dio consejos, que mantengamos la paz . 4.1.24.- Danilo Estuardo Arévalo Vallejo, refiere ser cabo primero de la policía nacional, perito investigador en accidentes de tránsito; el treinta de septiembre del dos mil diez fue al Comando a entregar documentación a la Cooperativa de la Policía, saliendo de la Cooperativa los compañeros le dijeron que había que formar en el patio del Comando por disposición de la Central de Radio, formaron unos cincuenta compañeros, les informaron de lo que estaba pasando en el país y el coronel Mejía intervino y dispuso que regresaran a sus funciones, que no ha visto las escenas que le muestra el fiscal, no aparece en ninguna de ellas, él apareció en una foto de El Comercio, al salir del Comando escuchó aplausos y expresiones que viva la policía, pero escuchó levemente. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que retornó a su unidad a realizar su trabajo normal, investigar accidentes de tránsito, ese día realizó informes, una pericia en la ciudad de San Gabriel, citaciones a contraventores; sobre el Coronel Viteri no recuerda que haya intervenido; que en este proceso se lo vinculó por aparecer en una fotografía en un periódico en el que se lo ve saliendo del Comando; que no ha escuchado del Coronel Mejía órdenes de atentar contra la democracia, durante su permanencia en el Comando no miró ningún brote de violencia de parte de sus compañeros. 4.1.25.- Cbos. Gandhy Daniel Rojas Rosas, en lo principal refiere que el día treinta de septiembre del dos mil diez se encontraba de servicio en la Central de Radio del Comando de Policía; el señor Apolo 1, Comandante Provincial, Coronel Mejía dispuso que las unidades avancen al Comando, difundió el mensaje, eso fue a las nueve o diez de la mañana, estuvo de servicio hasta las catorce horas, a eso de la una de la tarde hubo reportaje de que todos los servicios se encontraban laborando normalmente, la disposición que dio el Comandante fue para todos quienes puedan escuchar. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que en el libro de novedades se registró como única novedad la disposición de su Coronel Mejía, los patrulleros laboraron normalmente, ese día no ha escuchado ningún llamado de auxilio solicitado por la ciudadanía, tampoco ha escuchado que se haya incitado al personal policial a levantarse; que asistió a un seminario taller convocado por la Fiscalía en el que le dijeron que vaya a declarar, de igual forma le indicaron que si podía aumentar en su declaración algunas cosas, pero respondió que no. 4.1.26.- Cbos. Jaime Amador Hernández Cadena, refiere que el día treinta de septiembre del dos mil diez desarrolló sus actividades normalmente, a eso de las diez horas les dijeron que se trasladen al Comando, ya en el lugar su Coronel Mejía y Viteri intervinieron, fueron unos minutos, en el lugar estaban unas cincuenta personas, el personalmente no fue al patio de partes, solo estuvo en la prevención, luego regresaron a sus trabajos. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales refiere que no ha sido obligado a declarar, que el Coronel Viteri dijo que estén tranquilos, luego regresó a laborar normalmente como cualquier otro día; en el Comando no se dieron agresiones, actos de violencia, todo se desarrolló con normalidad y paz. 4.1.27.- Cbos. Edison Patricio Orozco Villa, al rendir su testimonio ante el Tribunal manifiesta que el día el treinta de septiembre del dos mil diez desde las seis horas con treinta minutos estaba de servicio en las calles Bolívar y Panamá de esta ciudad, la central de radio dispuso que se trasladen al Comando, llegó solo, en ese lugar habían unos quince a treinta compañeros, el Coronel Mejía les comunicó de lo que pasaba en Quito, que no estaba de acuerdo con lo que sucedía y que les ordenó que se trasladen a su lugar de trabajo. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que el Coronel Mejía les informó que en el Distrito pasaba unos problemas por sueldos, no dio ninguna orden de abandonar el trabajo, que en la ciudad de Tulcán no hubo problemas de paralización; de igual forma no recibió ninguna disposición del Coronel Viteri de sublevarse, nunca se suspendió la actividad policial en la ciudad de Tulcán ni se atentó contra la paz ciudadana. 4.1.28.- Yaco Marlon Martínez Pérez, refiere ser Comunicador Social, presta sus servicios en Diario “La Nación” desde mil novecientos noventa y nueve, realizó una publicación sobre los hechos en fecha posterior al treinta de septiembre, el artículo periodístico estaba titulado “Pérdidas por cierre de frontera norte”, utilizó este título en referencia a las fuentes que indicaron la información, en este caso funcionarios de la CAE, quienes indicaron que había pérdidas pero no hay un balance real, por lo que no puede afirmar nada, personalmente no conoce del cierre de la frontera. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que Diario “La Nación” circula desde mil novecientos noventa y nueve y es su presidente ejecutivo, ese día treinta de septiembre sus reporteros hicieron reportajes pero no sabe que pusieron, no recuerda, que en la ciudad de Tulcán no hubo actos de violencia, de interrupción o de paralización de actividades, conoció al Coronel Mejía fue el comandante de la Policía en ese entonces; personalmente no cubrió ninguna noticia el treinta de septiembre del dos mil diez en el Comando de Policía, en Tulcán no se vio nada de los hechos que pasaban en Quito; con el Coronel Viteri trató por algunas notas periodísticas, su trato fue normal, cordial, se puede acceder a la referida persona; como periodista tiene la obligación de informar objetivamente, que el conflicto se concentró en las ciudades de Quito y Guayaquil, ya en la tarde nadie podía difundir información sin autorización de la SECOM, pero que en Tulcán no se conoció absolutamente nada.4.1.29.- Víctor Yuri Erazo Villacres, refiere ser profesional en Comercio Exterior, Transporte y Logística, conoce a Yaco Martínez es su amigo y periodista, no recuerda de los hechos del treinta de septiembre del dos mil diez, Yaco Martínez le llamó una ocasión a su oficina a preguntarle sobre el flujo del transporte, coincidía con las fechas del treinta de septiembre, pero no tiene conocimiento si por los hechos del referido día haya existido pérdidas en el país. 4.1.30.- José Alejandro Arauz Rivadeneira, refiere ser Ingeniero en Comercio Exterior y laborar en el Servicio Nacional de Aduanas del Ecuador, recuerda de los hechos del treinta de septiembre del dos mil diez, pero no sabe si esto afectó económicamente al país, en esos días se redujo el ingreso de mercaderías, pero esto no significa que haya habido pérdidas por cuanto si no ingresan un día pueden ingresar otro día; el día treinta de septiembre estuvo de comisión en la ciudad de Quito.4.1.31.- José Antonio Tatés Fernández, refiere ser Ingeniero Agrónomo, haber comparecido a la Fiscalía a rendir una versión ante el llamado del señor fiscal, que el día treinta de septiembre fungía como Presidente de la Cámara de Comercio, no le consta que en esta ciudad de Tulcán haya habido desmanes o paralizaciones por esa causa; que era parte del Comité de Seguridad Ciudadana y en horas de la tarde fueron convocados por el señor Gobernado a una reunión en donde se hizo el compromiso de defender la democracia; alertó al sector comercial que tome precauciones; en cuanto a una nota periodística recuerda que informó al periodista que el Puente de Rumichaca no había sido cerrado; que el señor Comandante de Policía también era parte del Comité, el mismo que se reunió a eso de las dos de la tarde con la presencia del señor Gobernador profesor Efrén Benavides. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que en Tulcán ese día treinta de septiembre todo se llevó con normalidad, tranquilidad, que aquí no pasó absolutamente nada; conoce al Coronel Héctor Mejía, persona que fue atenta con las peticiones de la Cámara de Comercio, fue un caballero a carta cabal; ese día no hubo pérdidas económicas, tampoco cierre del Puente de Rumichaca. 4.1.32.- Efrén Heriberto Benavides Tapia, al rendir su testimonio indica que actualmente se desempeña como Cónsul del Ecuador en Ipiales-Colombia; en el año dos mil diez desempeñó las funciones de gobernador de la provincia del Carchi. El treinta de septiembre del dos mil diez conoció de la sublevación policial cuya concentración o manifestación máxima se desarrolló en la ciudad de Quito; ese día estuvo parcialmente en la ciudad de Tulcán y parcialmente en la ciudad de Quito; estuvo en Quito porque todos los gobernadores del país fueron concentrados en esa ciudad para analizar aspectos como seguridad ciudadana y gobernabilidad; se enteraron del inconveniente a través de las noticias y la Ministra Doris Solís dispuso que todos los gobernadores retornaran a tomaran posesión de sus cargos y por supuesto dieran las directrices que el caso ameritaba, eso fue a eso de las ocho y cuarto aproximadamente de la mañana, emprendió el retorno a la ciudad de Tulcán llegando a eso de las doce horas treinta minutos a una pm. Como Gobernador presidió el Comité de Seguridad Ciudadana en esta ciudad de Tulcán, que lo conformaban el Prefecto, el Alcalde, el Comandante del Batallón de Infantería Mayor Galo Molina, el Comandante de Policía Carchi No. 10, entre otros. Ese comité el día 30 de septiembre no se reunió, lo que hizo él es convocar a todas las autoridades y al pueblo para que se dieran cita en la gobernación y analizar la situación que se vivía en ese momento y solicitar el respaldo para que no se quiebre el sistema democrático, sin recordar que autoridades asistieron, lo que recuerda es que intervinieron el señor Alcalde y Prefecto. El Comandante de Policía en ese entonces era el Coronel Héctor Mejía, ese día hizo contacto con él; cuando retornaba de la ciudad de Quito, a la altura de Cayambe se le hizo conocer que se habían tomado la Gobernación del Carchi situación que implicó llamar a ciertas autoridades entre ellas sus subalternos como el Jefe Político o los Jefes Políticos de la Provincia, los que desmintieron tal situación; ese fue su primer contacto con la provincia. Tomó contacto con el Comandante de Policía, llamó al Comando de Policía a ver qué pasaba, tener una versión directa, llamó al celular de la policía que lo manejaba el Comandante, el primer contacto lo hizo con el Coronel Viteri él le informó que el Coronel Mejía se encontraba franco y obviamente él estaba al mando, pidió el número telefónico del Coronel Mejía le llamó y este le manifestó que estaba por San Gabriel, a lo que le dispuso que retornara a la ciudad de Tulcán y tomara el mando del Comando de Policía Carchi No. 10 y respondiera por la seguridad ciudadana de la provincia y de la ciudad de Tulcán específicamente, esa fue su disposición. Cuando retornó a la ciudad de Tulcán le dijeron que los policías estaban concentrados en los patios del Comando Carchi No. 10; no recuerda que la hayan informado que los Coroneles ordenaron que las unidades se concentren en el Comando. Cuando se enteraron que en Tulcán también podía darse situaciones de asaltos a bancos o centros comerciales llamó al Coronel Mejía y le dispuso que de inmediato de seguridad ciudadana a Tulcán y que se ubique estratégicamente en algunos sitios y así lo hizo el Coronel, hecho que fue verificado por él. Luego de la reunión convocada hubo un conversatorio con sus subalternos para analizar la situación y luego se dedicó a organizar una marcha de respaldo a la democracia. A las preguntas que formula el Abogado Durazno contesta que conoció al Coronel Mejía desde que asumió el Comando de Policía, persona que fue respetuosa de los derechos humanos, ese día 30 de septiembre del 2010 defendió la democracia, cuando dispuso y requería de la policía nunca encontró resistencia, no hubo violencia en Tulcán ni destrucción de bienes, lo consideraba al Coronel su subalterno, hubo colaboración de la policía ese día. Respondiendo las preguntas que formula el Abogado Noboa contesta que el Comando de Policía estuvo subordinado al poder político y a la Constitución aquí en el Carchi, nunca dieron muestras de desacato, cumplieron estrictamente lo que había dispuesto a fin de que no pase ningún inconveniente. Que eran constantes las llamadas del Ministerio del Interior porque había la noticia de que se habían tomado la Gobernación hecho que fue desmentido totalmente, notó que alguien quería hacer ver que el Gobernador no tenía liderazgo, que por eso se habían tomado la Gobernación, por lo que en primer lugar dio muestras de liderazgo total, manejo adecuado de la seguridad de la provincia; el Coronel Viteri estuvo supeditado a su autoridad, de igual forma estuvo apegado a la Constitución y a las leyes, que sería injusto juzgar que ha actuado en contra de la Ley. Respondiendo las preguntas del Dr. Lenin Pazos refiere que en el Carchi no se ha destruido ni paralizado bienes ni servicios públicos, lo que sí reconoce que la gente estaba a la expectativa de lo que sucedía en la ciudad de Quito, aquí en Tulcán nadie atentó contra los servicios públicos. 4.1.33.- Jairo Edmundo Jácome Ortega, refiere ser periodista de TELEAMAZONAS y corresponsal de noticias del noticiero 24 Horas, el día treinta de septiembre del dos mil diez se hizo una cobertura en el Comando de Policía, otra en la zona urbana de la ciudad y otra en el Puente Internacional de Rumichaca; en el primer reportaje no se tuvo la comparecencia de ningún actor, varios policías gritaban, no recuerda lo que decían, luego hizo un recorrido por el casco urbano en donde durante su recorrido no miró presencia policial pero si militar; en Rumichaca las actividades eran normales, pero no evidenció personal policial, si presencia de la policía colombiana; en el Comando estuvieron varios medios de comunicación y solicitaron un pronunciamiento del Comandante, accedió a dar una declaración el Coronel Mejía y les dijo que se encontraban concentrados, pero no había ningún desmán. Contestando las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que en la ciudad de Tulcán no se registró ningún hecho de violencia, lo que sale en el video de su reportaje es una fracción del total de la entrevista, el Coronel en la entrevista decía que llamaba a la tranquilidad ciudadana; que puede determinar que durante su recorrido nunca hubo ninguna anomalía en esta ciudad de Tulcán, que esta fue una noticia editada; en cuanto al Coronel Viteri refiere que este no estuvo presente tampoco se lo evidencia en el video, a quien llamaron a realizar una entrevista fue al Coronel Mejía. 4.1.34.- Carlos Hernán Carrera Chanalata, refiere ser policía judicial, el treinta de septiembre del dos mil diez prestó sus servicios en la Policía Judicial de Tulcán, terminó su turno de amanecida a eso de las siete horas con treinta minutos de la mañana sin ninguna novedad, conoce al Coronel Héctor Mejía Araque, una persona que ha demostrado respeto mutuo, que nunca le ha faltado el respeto a él ni al personal policial, siempre ha sido respetuoso de los derecho humanos. 4.1.35.- Diego René Ordoñez Benavides, refiere ser policía y que el día treinta de septiembre del dos mil diez trabajó en la Jefatura de Migración, en secretaria, la atención a los usuarios fue normal, su turno fue de seis de la mañana a diez de la noche. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que ese día se encontraban en Migración el Cabo Revelo, Chapi, Ortega y Loya como jefe de oficina en ese entonces, realizaron el sellado de tarjetas andinas, pues recibieron de parte del Mayor Alex García disposición que la atención en ese día era normal. 4.1.36.- Luis Patricio Ortega Hernández, refiere ser agente de policía y que ese día treinta de septiembre del dos mil diez se encontraba de servicio en la Jefatura de Migración, de seis de la mañana a diez de la noche, el trabajo en la oficina fue con normalidad. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales indica que ese día no asistió al Comando, se encontraba en el interior de la oficina, no miró brotes de violencia en el Puente de Rumichaca, en donde se estaba trabajando con normalidad; conoce al Coronel Héctor Mejía Araque es una persona respetuosa de los derechos humanos y de la Constitución de la república. 4.1.37.- Víctor Oswaldo Santamaría Solís, refiere ser agente de policía y estar laborando en la DINAPEN en la ciudad de San Gabriel, el día treinta de septiembre del dos mil diez laboraba en la DINAPEN Tulcán, se trasladó al Comando de Policía a eso de las nueve a diez de la mañana, esto por cuanto por la central de radio se había dispuesto que el personal policía baje a formar, al llegar al lugar se encontraban varios compañeros, eran unos quince, su Coronel Mejía intervino y les manifestó que no se metieran en problemas, que difundieran esa disposición a los menos antiguos y que se retiraran a seguir trabajando normalmente. Respondiendo las preguntas formuladas por los sujetos procesales manifiesta que la unidad laboró normalmente, no escuchó ni vio ese día al Coronel Viteri en el Comando, durante el trayecto a su sitio de trabajo miró que la ciudad estaba tranquila, que el ambiente en la policía fue de tranquilidad. 4.1.38.- Edwin Fernando Tulcán Castillo, refiere que tiene la profesión de Ingeniero pero trabaja en su taxi, recuerda que el día treinta de septiembre del dos mil diez dio una entrevista a TELEAMAZONAS, respaldaba a la institución de la policía porque es pueblo, estaba realizando una carrera al Coliseo 19 de Noviembre, por esas circunstancia se encontraba en el Comando donde el trabajo era tranquilo, normal, la gente salía y entraba normalmente. Respondiendo las preguntas de los sujetos procesales manifiesta que ese día en esta ciudad de Tulcán no miró ningún acto de sabotaje, solo paz y tranquilidad, que por esa entrevista fue procesado en esta causa, no observó ningún atentado contra la Constitución ni contra la seguridad de la ciudad, donde hubo tranquilidad; conoce al Coronel Viteri a quien no observó ese día levantando al personal policial, que el ambiente en la policía fue de tranquilidad. De conformidad a lo establecido en el Art. 256 numeral 3 inciso final del Código de Procedimiento Penal se suspende la audiencia disponiendo su reinstalación para el día siguiente esto es el día miércoles quince de julio del presente año a las nueve horas. Siendo el día y hora senados para la reanudación de la audiencia una vez constatada la presencia de los sujetos procesales se declara reinstalada la audiencia. Procediéndose receptar los testimonios propios de: 4.1.39.- Sgop. Milton Robinson Jiménez Cueva, quien refiere que labora en el Departamento de Criminalística, sección de Identidad Física Humana de la provincia de Pichincha, en calidad de Perito, en dicho Departamento realiza el análisis comparativo o cotejo comparativo de imágenes con fotografía, de fotografías con imágenes y de imágenes con imágenes, en el presente caso fue designado y posesionado a fin de realizar un cotejo fisonómico referente a lo sucedido en el 30 S en el cual se obtuvo unas imágenes de un CD bajo cadena de custodia y de unas fotografías tomadas de forma voluntaria a los involucrados en el hecho, la cadena de custodia se encontraba bajo la preservación del Departamento de Criminalística, indicada la evidencia respecto a la cual realizó su informe manifestando que se refieren a la evidencia No. 1657.14, en su interior contiene un CD y varias fojas, realizó el peritaje de las imágenes del CD respecto a la pericia practicada por él explica que una vez que tiene los elementos de convicción los indubitados y dubitados procede a realizar el cotejo fisionómico, capturó las imágenes que le sirven para el cotejo, obtenidas las fotografías se asignan un número a cada una de ellas y marca de un color rojo a las que se realiza el estudio, obtenidas las fotografías procede hacer la ampliación, posteriormente procedió a tomar libre y voluntariamente las fotografías a los señores en la misma situación posición y confronte, obtenidas las fotografías procede a realizar el cotejamiento. El cotejamiento del señor Luis Alberto Vaca Sandoval fue realizado con la fotografía No. 4 indubitada de las imágenes, coinciden visualmente y presenta características similares en el cabello, frente, nariz, ojos, boca y mentón; luego describe las características, procede a visualizar con líneas orientativas para definir que presenta características similares, el informe no es fehaciente por cuanto solo se puede establecer que existen características similares, las técnicas que fehacientemente pueden identificar a una persona son el ADN, iris del ojo, laparoscopía, dactiloscopia y pecmaloscopía, esas son las técnicas que al cien por ciento pueden identificar a una persona, como consta en la conclusión del informe el Coronel Mejía no se presentó en el Departamento de Criminalística en la hora y fecha indicada por la Fiscalía por esa razón no realizó el informe respecto a él. Al contra examen efectuado por la defensa de los acusados refiere que al manifestar que existen características similares se debe a que por ejemplo puede darse el caso de que existan personas gemelas idénticas es por eso que únicamente puede decir que se trata de características similares no únicas, en el pedido efectuado por la Fiscalía no le solicitaron el examen de rasgos fisonómicos respecto a Byron Viteri; respecto al ciudadano Vaca Sandoval refiere que dicho ciudadano acudió al Departamento de Criminalística con un memorando de Policía Nacional, respecto a dicho ciudadano solo puede indicar que mantiene características similares. El señor fiscal pone a la vista el acta de posesión de perito No. 270-2010 y el informe técnico pericial de identidad humana No. 470-2014-DCP, ratificándose en su contenido, reconoce como suyas la firma y rúbrica puestas al pie de dichos documentos, el señor representante de la Fiscalía solicita se introduzca como prueba a favor de la Fiscalía los referidos documentos, informe que es impugnado por la defensa de los acusados argumentando que el informe no se adecua a lo establecido en el Art. 156 del Código de Procedimiento Penal, no tiene la autorización de un Juez o Jueza competente, no existe el juramento de guardar reserva, viola el Art. 1, 11 y 14 del Código de Procedimiento Penal, Art. 76 numeral 3 parte final y numeral 4 de la Constitución, Art. 83 del Código Penal, ya que no fue efectuado de forma libre y voluntaria. 4.1.40.- Cbop. Diana Guadalupe Pozo Escobar, al rendir su testimonio refiere que labora en la Unidad de Criminalística de Pichincha, sección Informática Forense, lugar en el cual se relazan pericias a nivel nacional, dentro de la presente causa fue nombrada y posesionada a fin de realizar la pericia de reconociendo y contenido digital de dos páginas Web, por disposición de Fiscalía, en la pericia se le solicitó la obtención del contenido de las páginas Web www.emol.com/noticiasinternacional/2010/09/30, cuyo título dice: “Gobierno de Colombia anuncia cierre de frontera con Ecuador” y la otra página Web www.explorered.com.ec/noticias-ecuador/frontera-ecuador-colombia-retorna-a-lanormalida para realizar su labor utilizó la herramienta forense cous la cual guarda el contenido digital dispuesto por Fiscalía que se obtenga, luego de su pericia llegó a la conclusión de que las páginas web estaban activas y obtuvo el IP de donde se encuentran. El señor fiscal pone a la vista el acta de posesión de perito y el informe técnico pericial de informática forense No. 0013 , ratificándose en su contenido, reconoce como suyas la firma y rúbrica puestas al pie de dichos documentos, el señor representante de la Fiscalía solicita se introduzca como prueba a favor de la Fiscalía los referidos documentos, informe que es impugnado por la defensa de los acusados argumentando que no reúne los requisitos establecidos en el Art. 151 y 152 del Código de Procedimiento Penal; no existe un certificante, no es ni siquiera una copia, es un documento bajado de una página Web; es una diligencia realizada por una sola perito no estando acorde a lo preceptuado en los Arts. 150 a 156 del Código de Procedimiento Penal; por violentar disposiciones legales no tiene sustento legal alguno. Al contra examen efectuado por la defensa de los acusados manifiesta que de acuerdo al navegador utilizado las páginas no están certificadas, según el IP pertenecen a la región Illinois, el proveedor es una compañía, el informe de las páginas Web materia de pericia no es confiable por cuanto no tiene certificante. 4.1.41.- Sgos. Hernán Patricio Vasconez Ñaupari, quien manifiesta ser Perito Criminalístico sección de audio y video e identidad humana del Departamento de Criminalística de Pichincha, dentro de la presente causa fue designado y posesionado a fin de realizar la experticia de identidad humana, descripción de imágenes y cotejamiento de voz. Respecto a de descripción de imágenes de un CD que en ese momento se encontraba bajo cadena de custodia obra un archivo de video con una duración aproximada de tres minutos, realizó varias capturas de imagen y posteriormente se captura a varias personas de sexo masculino a las cuales dentro de su informe les fueron asignadas diferentes letras para su individualización, posteriormente realizó la descripciones de las acciones de esas personas, igualmente fue designado a fin de realizar la diligencia de cotejamiento de voces la misma que no se llevó a cabo en virtud de que el archivo de audio objeto del análisis no cumple con las condiciones exigidas para ese tipo de pericia, para esa pericia solo asistió una persona a quien de forma libre y voluntaria le tomó muestras lingüísticas es decir muestras de su voz, la cadena de custodia es la No. 1657.14 en su momento fue objeto de su análisis para cuyo fin realizó un análisis de las imágenes que se encuentran en el CD. Proyectadas las imágenes del CD, ilustra al Tribunal que capturó en el video las escenas de las personas que son objeto del análisis, por cuanto ha realizado varias experticias relacionadas a nivel nacional con el caso 30 S si bien es cierto en el video no se establece una fecha de acuerdo a su experticia puede dar fe de eso, en las imágenes existe una persona de sexo masculino que hace las veces de periodista quien en muchas ocasiones menciona un paro y hace relación a las actividades de la policía nacional, dentro de su informe hace relación a que se utilizan ciertas imágenes que en un principio fueron utilizadas en el informe de identidad humana No. 470-2014 y se singulariza a las imágenes de cuatro personas de sexo masculino a las cuales dentro de su análisis singulariza de la siguiente manera: La imagen dubitada en el referido informe 470 fue designada como imagen dubitada No. 4 en el informe fue designada como persona A, la imagen dubitada No. 8 del respectivo informe de identidad humana en su informe es designada como persona B, la imagen dubitada No. 14 en su informe consta como persona C y la imagen dubitada No. 32 del informe de identidad humana es singularizada en su informe como persona D, para ese tipo de análisis el perito requiere de muchas herramientas específicamente para poder singularizar como en el presente caso, se puede apreciar una persona de sexo masculino que esta singularizada en su informe como persona A, se hace mención a un ambiente con características similares a un recinto policial debido a que en el interior del ambiente existen varias personas incluso algunas de civil pero otras personas se encuentran utilizando vestimentas similares a los uniformes de la policía nacional así como también existen vehículos con insignias policiales, un ambiente que al parecer es una prevención lo que denota que es un recinto policial; en otras de las imágenes se puede observar a personas de sexo masculina algunas de ellas con uniforme policial se encuentran aplaudiendo y se escucha realizar varios gritos, se observa a la persona de sexo masculino que en su momento fue designada como persona A y en la parte posterior aparece otra persona de sexo masculino que en el informe fue singularizada, no recuerda con que letra debido a que ha pasado mucho tiempo, aparece otra persona de sexo masculino utilizando de igual forma uniforme policial en este caso chompa de color azul con cintas reflectabas que también se trata de una de las personas que fuera singularizada con una de las letras dentro de su análisis, hay otra persona que está utilizando vestimenta similar a las de la policía nacional esta persona se encuentra realizando actividades similares a una entrevista a uno de los medios de comunicación, en su informe se destaca una transcripción del dialogo y se la designa en su informe como persona 1 y fue uno de los diálogos para el cotejamiento de voces, diligencia que no se realizó en virtud de que no se obtuvo muestras lingüísticas ni la presencia de la persona, que debían ser tomadas en su momento para realizar el cotejamiento respectivo, posteriormente aparece una persona de sexo masculino que de igual forma está dentro de las cuatro personas signadas para el informe, una persona de igual forma de sexo masculino de igual manera realiza actos similares a una entrevista a un medio de comunicación y de igual forma se realizó en base a ese segmento para realizar el cotejamiento de voces específicamente con las muestras de voz del señor Edwin Fernando Tulcán Castillo quien asistió al Departamento de Criminalística y de forma libre y voluntaria la rindió sin embargo y como se hace mención en el informe 039-2014 que se refiere al cotejamiento de voces, el mismo no se realizó en razón de que las muestras lingüísticas y el archivo mismo no reunía ciertas condiciones para este tipo de análisis, una de las condiciones es que se mantenga un texto por un tiempo suficiente, el departamento de Criminalística y ciencias forenses está realizando este tipo de análisis con 16 segundos o más, en este caso no se obtuvo esa cantidad de tiempo y por lo tanto no fue factible realizar el análisis, la persona que hace de periodista hace relación a las actividades que se encuentran realizando los miembros de la policía. El señor fiscal pone a la vista el acta de posesión de perito y el informe técnico pericial de audio video y afines No. 1239-2014 y la ampliación signado con el No. 1239-2014-AVA, ratificándose en su contenido, reconoce como suyas la firma y rúbrica puestas al pie de dichos documentos, el señor representante de la Fiscalía solicita se introduzca como prueba a favor de la Fiscalía los referidos documentos, informe que es impugnado por la defensa de los acusados argumentando que el peritaje y la ampliación fueron realizados en el año dos mil catorce el uno y el otro en el año dos mil quince, el uno en indagación previa lo cual atenta a los principios universales de contradicción y de inviolabilidad de la defensa. Al examen efectuado por la defensa de Héctor Mejía Araque respecto a que si el objeto de su pericia fue que determine el tipo de acción que están realizando las personas en las imágenes del CD, específicamente el Coronel Héctor Mejía que acciones se encontraba realizando responde que su informe no es objeto de la práctica de cotejamiento fisionómico, no sabe por tanto quién es el Coronel Mejía, lo que puede dar fe es de las imágenes que están plasmadas y que se las identificó como A, B, C, y D, de esas personas realizó la determinación de acciones. Al contra examen efectuado por la defensa de Luis Alberto Vaca Sandoval refiere que ciertas imágenes fueron asignadas a personas de sexo masculino sin embargo aclara que al momento que se refiere a la persona A, que fue objeto de la ampliación de su informe hace mención que esa persona se encuentra junto a otras personas que se encuentran en actitud de protesta no está manifestando que esa persona se encuentra en actitud de protesta. Como prueba documental el señor representante de la Fiscalía incorpora al proceso los siguientes documentos: 4.2.1.- Diferentes recortes de prensa obtenidos de páginas Web de libre acceso. 4.2.2.- Hoja de vida de los ciudadanos Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez; y, Luis Alberto Vaca Sandoval. 4.2.3.- Parte del libro de reportes que fuera remitido a pedido de la Fiscalía, suscrito por el Subteniente Jairo Erazo Pizanán, Jefe de la Central de Atención Ciudadana (101) de la Zubzona de Policía Carchi No. 4. 4.2.4.- Documentación que se refiere a la Asistencia Penal Internacional. 4.2.5.- Certificación otorgada por el General Inspector Fausto Alejandro Tamayo Cevallos, Director General de Personal de la Policía Nacional, que certifica que el señor Héctor Mejía Araque se encuentra dado de baja. 4.2.6.- Orgánico de efectivos del Comando Provincial de Policía Nacional Carchi No. 10, dislocamiento correspondiente al mes de septiembre de dos mil diez. 4.2.7.- Orden del cuerpo de la Jefatura Antinarcóticos del Carchi para el día jueves treinta de septiembre de dos mil diez, en el cual consta el personal que se encontraba asignado a prestar servicios en esa fecha en el Puente Internacional de Rumichaca. 4.2.8.- Certificación otorgada por el Teniente Coronel Mauricio González Carrasco, Jefe de Antinarcóticos del Carchi. 4.2.9.- Recortes de prensa y un ejemplar del diario la Hora (Pág. A16). 4.2.10.- Resolución de la Corte Provincial de Justicia-Sala Única Multicompetente de la Corte Provincial, de fecha viernes 15 de mayo del 2015, las 16h33, en la cual no se acepta el recurso de nulidad presentado por Héctor Aníbal Mejía Araque. 4.2.11.- Hoja de vida del Coronel Héctor Aníbal Mejía Araque. Siendo objetados por parte de la defensa de los acusados los siguientes documentos: El ejemplar del Diario “La Hora” y los artículos de prensa por no tener respaldo legal y jurídico; la Resolución de la Corte Provincial de Justicia-Sala Única Multicompetente de la Corte Provincial, argumentando que la misma es una copia simple; informe de la Fiscalía General de Colombia, ya que no cumple con los estándares legales no están apostilladas, hoja de vida del Coronel Viteri por violación al Art. 11 y 76 de la Constitución, pues no se está juzgando su conducta anterior. QUINTO.- TESTIMONIO DE LOS ACUSADOS.- 5.1.- El acusado Héctor Aníbal Mejía Araque, libre y voluntariamente consiente en rendir su testimonio con juramento, quien luego de dar a conocer su trayectoria profesional como miembro policial en lo principal manifiesta que, el día treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba desempeñando las funciones como Comandante Provincial del Comando Carchi No. 10, ese día jueves estaba haciendo uso de su franco, franco que fue adelantado ya que normalmente se sale los días viernes pero por cuanto su institución se maneja bajo operaciones básicas de inteligencia se le dio a conocer que iba a haber un paro de transporte pesado en cuya razón se adelantaron los francos además de eso salió franco por cuanto el treinta de septiembre es el cumpleaños de su hijo Martín Mejía, al encontrarse trasladando a su lugar de destino, a la altura de San Gabriel escuchó por la radio los acontecimientos que estaban dándose en la ciudad de Quito, alteraciones por parte del personal policial en el Regimiento Quito y Regimiento Guayas ante lo cual se comunicó con el señor Coronel Eduardo Viteri quien se encontraba a cago del Comando, indicándole que mantenga el orden en el Comando, que a su regreso dará las disposiciones correspondientes y cualquier declaración a la prensa, le llamó el señor Gobernador de la provincia quien le comenta sobre los hechos que estaban suscitándose tanto en Quito como en Guayaquil y le comenta sobre la situación de Tulcán ante lo cual le dijo que no se preocupe que todo está bajo control que él se encontraba retornando a Tulcán, le dispone no descuidar situación de patrullaje, protección a la ciudadanía y especialmente la parte del sector bancario, al llegar toma contacto con el Coronel Viteri con quien comenta sobre los hechos y le indica que haga formar al personal disponible para dar disposiciones, alrededor de diez a diez y treinta de la mañana se le indica que está formado el personal y da las disposiciones correspondiente, en los documentos se habla de concentración, el concepto de concentración policial es la reunión organizada, jerarquizada que se la hace para impartir disposiciones para que los procedimientos policiales sean unificados, ya que no se puede actuar de formar independiente, ante los hechos acontecidos tenía que dar a conocer lo que estaba pasando, cuál era la actitud que debían tomar los policías ante esos hechos, que debían trabajar y dar seguridad y protección a la comunidad, igualmente velar por su seguridad y protección personal para que no exista novedad y las cosas se desarrollen con normalidad y no tengan ninguna relación con los hechos que se estaban suscitando tanto en la provincia de Pichincha como Guayas y es así como sucedió, luego en horas de la tarde monitoreando preguntó si había alguna novedad indicándosele que no, que todo se había desarrollado con absoluta tranquilidad, que los trabajos desarrollados por el personal policial se habían enmarcado dentro de lo establecido en la Constitución, respetando los derechos humanos sin que se reporte ninguna situación que salga de lo que normalmente corresponde, de ahí que existen los partes policiales del procedimiento desarrollado durante ese día, no se dio ninguna situación de novedad, existió total coordinación con la autoridad política, esto es el señor profesor Efrén Benavides, Gobernador de ese entonces, en los días siguientes incluso fue llamado por el General Arguello, Inspector General de la Policía, quien lo felicitó por cuanto en Carchi no se suscitó ningún hecho de alteración con relación al personal; resultando indignante que luego de treinta y cuatro años de una limpia trayectoria se lo quiera juzgar por estar implicado en un hecho que jamás se dio, hablando de un supuesto cierre del Puente y basado únicamente en hechos o noticias de medios de comunicación, es indignante por cuanto ha afectado a su situación económica, física y psicológica, finalmente manifiesta que es inaudito querer acusar a gente inocente que lo único que ha hecho es trabajar y velar por el bienestar de la ciudanía carchense, existiendo documentos y condecoraciones por su labor, habiendo cumplido a cabalidad con lo que dispone la Constitución, las leyes y normas de la República y de la institución. Ante las preguntas efectuadas por su defensor el Dr. Iván Durazno, indica que el treinta de septiembre de dos mil diez en ningún momento hubo paralización de los servicios públicos por parte de agentes de la policía del Carchi, pues en todo momento se dio protección, tranquilidad, paz y seguridad a la colectividad carchense, con la correspondiente coordinación con la autoridad política de ese entonces, de ahí que al respecto existen certificaciones del Comando General, de la Dirección de Operaciones, no hubo absolutamente ninguna novedad que tenga relación con paralización de servicio público de la Policía Nacional, en la provincia del Carchi; respecto a las imágenes proyectadas en la cual apareció una parte de una entrevista que dio en ella menciona que luego de haber dado disposiciones al personal a quienes les ordenó retornen a sus servicios manifestó que el sentimiento era igual del personal policial pero que su Comando jamás iba a plegar o tomar la actitud tomada por los agentes de Quito y Guayaquil y que su labor era brindar la seguridad a la ciudanía por cuanto se deben a ella y por tanto dispuso que se cumpla con el servicio eso es lo que expresó en su entrevista la cual en forma malintencionada, venenosa, dañina únicamente se hace constar el inicio de su intervención y no el resto, proyectó únicamente la parte que supuestamente le conviene a la persona que quiere involucrarlo en un hecho que jamás se dio, el treinta de septiembre no hubo alteración del orden público, violencia, deterioro o destrucción de bienes públicos o bienes privados, pues eso únicamente cabe en la mente maliciosa y dañina de quien quiere involucrarlos en hechos que jamás se dieron; jamás ha sido juzgado o sancionado por un hecho delictivo o acto criminal; acudió al Departamento de Criminalística de Quito pero no accedió en la práctica de la diligencia de cotejo fisonómico por cuanto no contaba con las garantías legales para hacerlo, no contaba con un defensor sea este público o privado; existe un informe de Inspectoría en el cual dice que no existe un solo miembro de la policía en Carchi que haya sido castigado por hechos relacionados por el 30 S lo que sí existe en el resto de Comandos del país; siempre ha respetado los derechos humanos, ha sido cumplidor de las leyes de la República y el Reglamento de la Policía Nacional. Ante las preguntas efectuadas por el señor representante de la Fiscalía manifiesta que la disposición de concentrar al personal a fin de escuchar disposiciones la realizó por medio del Coronel Viteri, mismo que la canalizó como corresponde, por medio de la central de radio patrulla. Ante las preguntas efectuadas por el Dr. Mario Noboa, defensor del acusado Byron Eduardo Viteri, manifiesta que en todo momento hubo la coordinación con la autoridad política de la provincia, jamás fue beligerante. Ante las preguntas efectuadas por el Dr. Lenin Pazos Arellano, defensor del acusado Luis Antonio Vaca Sandoval, manifiesta que el hecho de haber concentrado al personal policial en el cuartel para recibir disposiciones no implica dejar abandonado el servicio público de ahí que no existió ninguna novedad relacionada con alteración del orden público o alguna situación que haya afectado a la ciudanía carchense, por cuanto no quedó abandonado el servicio policial; como ya lo refirió al hablar de concentración está hablando de una reunión jerárquica, organizada para que el personal pueda recibir disposiciones y actué en forma unificada en el trabajo a desempeñar como Policía, conoce que el señor Luis Alberto Vaca Sandoval quien el día treinta de septiembre del dos mil diez se desempeñó en calidad de jefe de guardia, de existir alguna novedad debía notificarla, sin embargo ese día no se presentó nada. 5.2.- El acusado Byron Eduardo Viteri Estévez, libre y voluntariamente consiente en rendir su testimonio con juramento quien en lo principal manifiesta que, el día treinta de septiembre de dos mil diez se encontraba como Comandante Accidental de la Provincia, en razón de que el señor Coronel Héctor Mejía había salido franco, habiéndose encontrado pasando lista con el personal como normalmente se lo hace verificó novedades, dio disposiciones en cuanto demanda la superioridad a través de comunicaciones como son telegramas o informes, disposiciones en cuanto cumplir operativos, cumplir ciertas disposiciones que el mando tiene que darlas a diario, como era su costumbre siembre se dirigía al personal con la finalidad de saber sus novedades tanto en lo profesional como en su vida particular a fin de entender la situación en la que se encontraba un policía anímicamente para que pueda salir a trabajar, luego de dar a conocer su trayectoria profesional, manifiesta que habiendo sido condecorado por su labor hoy está siendo procesado, teniendo en su contra medidas sustitutivas que han afectado su actividad económica, continuando con su relato respecto a la actividad desarrollada el día treinta de septiembre manifiesta que luego de haberse ocupado del personal y dar disposiciones bajó al comedor a las ocho y treinta de la mañana a cuarto para las nueve a fin de tomar los alimentos para continuar con el trabajo, en ese lugar existía un televisor el cual siempre está prendido y pudo observar, enterarse que en la ciudad de Quito había una protesta de policías la misma que fue de conocimiento público, lo cual le llamó la atención, su reacción fue la de llamar inmediatamente al Coronel Mejía por cuanto no era mucho tiempo que él abandonó las instalaciones, al comunicarse le dijo que ya estaba al tanto y que estaba retornando desde la ciudad de San Gabriel, le pidió que mantuviera la seguridad de la ciudad, que no se descuide el trabajo de la policía, y mantenga la disciplina en el personal policial, lo cual fue acatado por ser una orden legitima y legal, fue llamado por el Gobernador de la provincia en ese entonces el profesor Efrén Benavides, no a él directamente sino al teléfono de la institución policial que utilizan los Comandantes, por cuanto a falta del Comandante Titular el segundo Comandante asume esas funciones como accidental, se identificó ante él le dio la información que el Coronel Mejía había salido franco pero que estaba retornando, le pidió su número proporcionándoselo, asume que le llamó al Coronel Mejía pues así lo manifestó en la audiencia el Ex Gobernador de la provincia, representante del ejecutivo, alrededor de las nueve y media el Coronel había ingresado, antes de ello él ya había dado disposiciones al personal, a los oficiales sobre todo a fin de que difundan sobre el hecho de que debía mantenerse el orden, el servicio policial, ya que esa era su disposición y la del señor Comandante titular, el Coronel Mejía dispuso se llame al personal disponible para dar disposiciones, situación que fue acatada ya que la orden fue legal y legítima por lo que dispuso a la central de radio que comunique al personal que estaba disponible e ingresaron sin que esa disposición que fue trasmitida haya afectado en nada el servicio policial porque en la ciudad quedaron el personal del UPC con patrulleros y motocicletas, el GOE, el grupo de operaciones motorizadas y varios patrulleros de servicio urbano, inclusive dispuso se refuerce la cárcel, es decir el Coronel Mejía dispuso se llamé al personal porque el policía debía tener claro cuál era la posición de sus comandantes sobre todo la del Comandante titular, ingresado el personal el Coronel dio disposiciones claras para que sean difundidas al resto de personal, ese fue el procedimiento que se debía seguir ese fue el delito cometido por él y por el cual se lo pretende juzgar el haber trabajado, el haber sido responsable con una ciudadanía, un país, una democracia con una Constitución, existiendo en este caso pretensiones malévolas que pretenden demostrar un hecho ilícito que nunca existió, pues todas las personas en la provincia saben que aquí no sucedió nada por eso es que no han existido sanciones de ninguna naturaleza, ha sido siempre respetuoso de la Constitución y las leyes. Ante las preguntas efectuadas por su defensor Dr. Mario Noboa, refiere que siempre estuvo sometido al poder político pues así juró hacerlo, al recibir una disposición del Comandante, legal y legítima, fue acatada por él, en ningún momento paralizó servicio de seguridad ciudadana el treinta de septiembre de dos mil diez, bajo disposición de su superior se llamó al personal mínimo para escuchar las disposiciones señaladas por el Coronel Mejía, dirigidas para mantener el orden y la seguridad de la ciudadanía, no dio disposición alguna de cerrar el Puente Internacional de Rumichaca, este permaneció abierto las veinticuatro horas. Ante las preguntas efectuadas por el señor fiscal de la causa, refiere no haber dado ninguna disposición a los señores agentes antinarcóticos como así lo indicaron ellos al rendir sus testimonios, cada servicio tiene un jefe y es el quien recibió las disposiciones. Ante las pregunta efectuadas por el señor Dr. Lenin Pazos defensor del acusado Luis Alberto Vaca Sandoval, indica que al decir personal disponible se refiere a que debe quedar personal para mantener el orden, la tranquilidad ciudadana, el hecho de que el personal disponible haya sido convocado a recibir disposiciones de ninguna manera significa que se haya paralizado servicios públicos porque el personal debe cumplir disposiciones y trasmitirlas, de haber existido paralización las autoridades y la población hubiera repudiado esos actos. 5.3.- El acusado Luis Alberto Vaca Sandoval, libre y voluntariamente consiente en rendir su testimonio con juramento, quien en lo principal manifiesta que se siente perjudicado al ser procesado injustamente, nuca ha tenido ningún tipo de denuncia o ha estado sujeto a ningún proceso, siempre ha sido una oficial de policía respetuoso y responsable, si tiene una sanción disciplinaria fue simplemente porque una vez se atrasó cinco minutos a una formación ya que su Reglamento es rígido, teniendo que cumplir con memorándum y todo cuanto indiquen sus superiores, el día treinta de septiembre del año dos mil diez se encontraba como oficial de guardia, como se miró en los videos se encontraba trabajando, cumpliendo con sus funciones que eran al interior del Comando, realizó sus funciones con responsabilidad, en ningún momento ha atentado ni ha paralizado ningún servicio público, el referido día a eso de las nueve y media de la mañana el Coronel Mejía se dirigió al personal indicando que trabajen con normalidad que por ser una provincia fronteriza podría haber inconvenientes y es por ello que sus compañeros policías gracias a que estaban comandados por dos líderes esto es los Coroneles Mejía y Viteri no tuvieron problemas, indicaron disposiciones, en ningún momento fueron reunidos a fin de realizar manifestaciones o marchas como las realizadas en Quito y Guayaquil, en el Comando gracias a las disposiciones de los Coroneles no pasó nada, el personal policial acató las disposiciones de buena manera realizando un gesto de aplauso en señal de que salían motivados a trabajar pues tenían un líder que los mandó a trabajar y velar por los derechos y la seguridad de la ciudanía, no habiendo existido ningún acontecimiento importante, por lo tanto no teniendo que anotar ninguna novedad, porque ninguno de sus compañeros cometió acto indisciplinario alguno, todo se mantuvo dentro del marco legal apegados a derecho y a la Constitución, en ningún momento pasó nada anormal en el interior del Cuartel, se ve en el video claramente que se encontraba trabajando, su procesamiento ha repercutido en su carrera, no ha podido realizar cursos fuera el país, tiene medidas sustitutivas, lo que ha afectado a su familia. Ante las preguntas realizadas por su defensor Dr. Lenin Pazos Arellano manifiesta que el día treinta de septiembre de dos mil diez empezó sus funciones como jefe de guardia desde las seis horas treinta hasta las cero horas cundo fue entregado el servicio de guardia sin ninguna novedad en el Comando, algunas de las funciones como oficial de guardia son registrar novedades, verificar el ingreso y egreso de detenidos en el Centro de Detención Provisional, verificar que no se den actos indisciplinarios, en ese tiempo se encargaba también de la seguridad del Centro de Rehabilitación Social, no existiendo ninguna novedad, es injusto que se lo vincule por no haber registrado un hecho que no pasó. Ante las preguntas efectuadas por el señor fiscal de la causa, refiere que sus compañeros empezaron a llegar aproximadamente a las nueve horas treinta, habiendo llegado alrededor de cuarenta a cincuenta personas, el Coronel Mejía intervino alrededor de quince minutos. SEXTO.- PRUEBAS DE LA DEFENSA.- 6.1.- Concedida la palabra a la defensa del acusado Héctor Aníbal Mejía Araque, a fin de que se practique la prueba que tiene solicitada, su defensor Dr. Iván Durazno, solicita se tenga como prueba a favor de su defendido: 6.1.1.- El testimonio rendido por Héctor Aníbal Mejía Araque debiendo ser valorado de conformidad a lo establecido en el Art. 143 el Código de Procedimiento Penal; como prueba testimonial y bajo el principio de universalidad de la prueba solicita se tenga como prueba a su favor. 6.1.2.- Los testimonios propios rendidos por los señores: Nelson Horacio Monroy García, Wilson Molina Moreno; Luis Chamorro Ibarra; Fernando Alexander Albán Fierro; Orlando Enríquez Montenegro; Edgar Roberto Pilco Duchi; Juan Carlos Santillán Tatamués; Byron Jairo Revelo Martínez; Miguel Ángel Aguirre Sotaminga; Diego Barriga; Segundo Montenegro Lima; Leonardo Oviedo; Fausto Robles Armijos; Néstor Durán Minda; Byron Sánchez Cabascango; Gilberto Quille Agualongo; Martín Armando García Congo; Santiago Pillajo, Segundo Patricio Pisuña Torres; Danilo Estuardo Arévalo Vallejo; Gandhi Rojas Rosas; Luis Patricio Ortega Hernández; Edwin Patricio Orozco Villa; Yaco Martínez; Yuri Erazo; José Antonio Tatés Fernández; profesor Efrén Benavides Tapia; Jairo Jácome Ortega; Carlos Hernández Carrera; Diego René Ordoñez Benavides; Víctor Oswaldo Santamaría; y, Edwin Fernando Tulcán. 6.1.3.- Prueba testimonial presentada a través de informe con juramento del señor Presidente Constitucional de la República del Ecuador, señor Economista Rafael Correa Delgado así como también el informe presentado por el Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado de Tulcán Ing. Julio Robles; en cuanto a prueba documental solicita se incorpore al proceso los siguientes documentos: 6.1.4.- Hoja de vida del Coronel Héctor Aníbal Mejía Araque; 6.1.5.- Copia notariada del acuerdo de reconocimiento por parte de la Gobernación de la provincia del Carchi y condecoración; 6.1.6.- Condecoración y reconocimiento del Instituto Tecnológico Tulcán; reconocimiento otorgado por la Dirección Provincial de Educación del Carchi; 6.1.7.- Certificación de archivo de la Dirección General de Operaciones de la Policía Nacional en el que consta que no se suspendieron servicios policiales en el Comando de Policía Carchi No. 10; 6.1.8.- Certificación otorgada por el señor Inspector General de la Policía Nacional en el que consta que no existen sanciones disciplinarias por los hechos suscitados el treinta de septiembre de dos mil diez en contra de ningún miembro de la policía nacional acantonada en el distrito Carchi; 6.1.9.- Copias certificadas de partes elevados al señor Comandante de Policía Carchi No. 10; 6.1.10.- Copias certificadas del parte elevado al Comandante General de la Policía Judicial; 6.1.11.- Copias certificadas de telegramas en los que se da a conocer que no se han paralizado las labores de la Policía Nacional; 6.1.12.- Partes y memorándums en los que constan que no se dio paralización de actividades en la institución policial de la provincia del Carchi. El señor Fiscal impugna los siguientes documentos: Copias certificadas de los telegramas argumentando que son impertinentes al caso materia de resolución; oficio de fecha Tulcán veinticuatro de septiembre por cuanto no tiene que ver con la materia de la acción; memorándum No. 2010-0953, telegrama No. 2009-0174-1 CP-10, oficio No. 2014-33 de fecha doce de septiembre de dos mil catorce, argumentando que son impertinentes al caso materia de resolución. El señor representante de la Procuraduría General del Estado manifiesta que se adhiere a lo manifestado por el señor representante de la Fiscalía. 6.2.- Concedida la palabra a la defensa del acusado Byron Eduardo Viteri Estévez, a fin de que se practique la prueba que tiene solicitada, en tal virtud su defensor Dr. Mario Noboa, solicita se tenga como prueba a favor de su defendido 6.2.1.- Los testimonios propios rendidos por: Byron Sánchez Cabascango; Gilberto Quille Agualongo; Martín García Congo; Santiago Pillajo Carrillo, José Ortuño Ulco; Segundo Pisuña; Danilo Estuardo Arévalo; Danny Rojas Rosas; Jairo Hernández Cadena, Edison Patricio Orozco Villa; Yaco Martínez; Yuri Erazo Villacrés; José Arauz Rivadeneira; José Antonio Tatés; Efrén Benavides Tapia; Jairo Jácome Ortega; Carlos Hernández Carrera; Diego Ordóñez Benavides; Luis Ortega; Víctor Santamaría Solís; Fausto Tulcán Castillo; Milton Jiménez Cueva; y, Guadalupe Pozo Escobar. 6.2.2.- Que se tome en cuenta el informe juramentado del señor Presidente Constitucional de la República del Ecuador, señor Economista Rafael Correa Delgado, documento constante en el proceso. Como prueba documental solita se incorpore al proceso a favor de su defendido. 6.2.3.- El oficio enviado por las fuerzas armadas en el que consta hora en la que recibieron la disposición de declarar el estado de excepción en el país; 6.2.4.- Documento electrónico remitido por la Presidencia de la República; 6.2.5.- Documentación en copias certificadas en la que se dispone a través de la Dirección General de Personal el pedido para que los señores policías se acerquen a la Fiscalía del Carchi a fin de efectuar un taller preparatorio; 6.2.6.- Copias certificadas del informe investigativo sobre el 30 S relazado por el Comando de Policía Carchi No. 10; 6.2.7.- Informe sobre las novedades suscitadas el día jueves treinta de septiembre en la provincia del Carchi; 6.2.8.- Informe solicitado mediante telegrama No. 2010-852; 6.2.9.- Copias certificadas de la orden de servicio del Comando de Policía Carchi No. 10; 6.2.10.- Copia certificada del telegrama en el cual se da la disposición del encargo del Comando y de reasumir funciones; 6.2.11.- Copias certificadas del informe remitido por el Ministerio de Defensa Nacional y Policía Nacional de Colombia en que se determina que el día treinta de septiembre el Puente Internacional de Rumichaca no estuvo cerrado; 6.2.12.-Copias certificadas del informe técnico pericial de identidad humana No. 470-2014-DCP, del Departamento de Criminalística de Pichincha con su respectiva ampliación; 6.2.13.- Copias certificadas en las que se evidencia por medio del Ministerio del Interior del Gobierno ecuatoriano que en la provincia del Carchi nunca hubo una situación anómala el treinta de septiembre del dos mil diez; 6.2.14.- Certificados de honorabilidad y antecedentes del Coronel Byron Eduardo Viteri Estévez, en copias certificadas; 6.2.15.- Copias certificadas del orden de servicio firmado por el señor Coronel Juan Carlos Mina, en donde aparecen los partes policiales efectuados por el Comando de Policía Carchi No. 10; 6.2.16.- Copias certificadas de documentos en los que constan detenciones; 6.2.17.- Oficio firmado por el Coronel de Estado Mayor, Víctor Hugo Cartagena, en el cual se certifica que el Puente de Rumichaca no fue cerrado el treinta de septiembre de dos mil diez; 6.2.18.- Certificación otorgada por la Gobernación de la Provincia del Carchi; 6.2.19.- Certificación otorgada por ECUAVISA, en copia certificada; 6.2.20.- Copia certificada del oficio firmado por Carlos Coellobeseke, representante legal de la Cadena Ecuatoriana de Televisión C.A. Canal 10 C.E.T.V; 6.2.21.- Sentencia No. 035-12-SEP-CC- caso No. 0338-10-EP de la Corte Constitucional para el Período de Transición. Finalmente el Dr. Mario Noboa, defensor de Byron Eduardo Viteri, manifiesta que desiste de los testigos anunciados y que aún no han rendido su testimonio. El señor Fiscal impugna los siguientes documentos: Las copias del informe técnico pericial de identidad humana por cuanto ya fue ingresado por parte de la Fiscalía, certificados de honorabilidad por cuanto violan el principio de inmediación y contradicción de la prueba; documentación del oficio No. 2014-2970 documento que fuera ingresado como prueba documental por parte de Fiscalía; oficio No. 0100GG-2015 de fecha seis de enero de dos mil quince, argumentando que no tiene relación con lo que es materia de la acción; la sentencia de la Corte Constitucional por cuanto debía obtenerse las copias certificadas correspondientes. 6.3.- Concedida la palabra al Dr. Lenin Pazos Arellano, defensor del acusado Luis Alberto Vaca Sandoval, a fin de que practique la prueba que tiene solicitada, manifiesta que a nombre de su defendido se valore como prueba de su parte la siguiente: 6.3.1.- El testimonio de su defendido acorde a lo establecido en el Art. 143 del Código de Procedimiento Penal. 6.3.2.- Los testimonios rendidos por los señores: Coronel Héctor Aníbal Mejía Araque y Byron Eduardo Viteri Estévez. 6.3.3.- Bajo el principio de universalidad de la prueba se considere los testimonios de las personas nombradas por sus colegas de la defensa así como la documentación incorporada por ellos. 6.3.4.- El informe con juramento del señor Presidente Constitucional de la República del Ecuador, señor Economista Rafael Correa Delgado así como también el informe presentado por el Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado de Tulcán, Ing. Julio César Robles. De conformidad a lo establecido en el Art. 256 numeral 3 inciso final del Código de Procedimiento Penal se suspende la audiencia disponiendo su reinstalación para el día siguiente esto es el día jueves dieciséis de julio del presente año a las nueve horas. Siendo el día y hora senados para la reanudación de la audiencia una vez constatada la presencia de los sujetos procesales se declara reinstalada la audiencia y atento a lo expuesto en el Art. 302 del Código de Procedimiento Penal, concluida la fase de prueba se da inicio a los debates. SÉPTIMO.- DEBATE DE LAS PARTES.- En la etapa de los debates, el representante de la Fiscalía respecto al acusado Héctor Aníbal Mejía Araque, en lo fundamental refiere que al inicio del debate de esta Audiencia de Juzgamiento de la conducta del señor Héctor Mejía Araque, en el alegato de apertura supo manifestar que traía a conocimiento del Tribunal, una inconducta que violenta el Art. 158 del Código Penal, cuerpo legal vigente a la fecha del cometimiento de la acusación que mantiene la Fiscalía, habiendo hecho conocer el acto histórico que se verificó con fecha treinta de septiembre del año dos mil diez, en las instalaciones del Comando de Policía Carchi No. 10, cuando el referido procesado en su calidad de Comandante, había dispuesto que se concentren las unidades policiales que se encontraban asignadas a sus lugares específicos de prestación de servicios, habiendo dispuesto al Coronel Viteri que por medio de la radio patrulla haga difundir esa tal disposición, es así que los miembros de la institución que se encontraban de servicio dejan e interrumpen su servicio, y se dirigen a cumplir lo dispuesto por sus superiores, ya en las instalaciones supuestamente se dispone de que se mantenga la normalidad y se dice no haber transgredido ninguna norma, lo cual no es así, esta fue la teoría del caso que les presentó la Fiscalía, y se comprometió en demostrar la materialidad de la infracción y la responsabilidad del procesado con la prueba instrumental, testimonial y pericial, siendo menester entender lo que manifiesta la Constitución de la República del Ecuador sobre la actividad pública y el Art. 227 lo determina como un servicio a la colectividad, el Art. 229 establece quien es el servidor público, el primer parámetro que la acusación fiscal ha mantenido se detalla a continuación, las experticias de reconocimiento del lugar de los hechos, diligencia sobre la cual los peritos rindieron sus testimonios ante el Tribunal, abalizando los informes elaborados por ellos, y que dan a conocer que el delito se cometió en las instalaciones del Comando de Policía Carchi No. 10, se ha justificado también el primer parámetro de la estructura penal con las experticia de audio, video y afines que fuera practicado por el perito criminalístico Patricio Vasconez, quien hizo conocer las técnicas y formas utilizadas en esta experticia, en donde se observa las instalaciones del Comando de Policía Carchi No. 10 y a las personas que se encuentran en su interior las cuales se hallan realizando actividades similares a las de una protesta, el testimonio y el video captado por el señor Jairo Jácome Ortega, comunicador social del canal TELEAMAZONAS quien dio a conocer que el día de los hechos se dirigió a las instalaciones del Comando de Policía Carchi No. 10 y realizó la cobertura como se encuentra plasmado en el video; el señor Policía Gandy Rosas, quien desempeñaba las funciones de radio operador puso en conocimiento que difundió las disposiciones emanadas por el Coronel Viteri, esto es que las unidades se concentren en el Comando para escuchar disposiciones de su Comandante, siendo necesario recalcar que el fin no justifica los medios, pues es un hecho real de que los miembros de la Policía Nacional que se encontraban cumpliendo sus funciones interrumpieron las mismas para dar cumplimiento a la orden emanada por el superior, y con esto se está justificando la norma punitiva establecida en el Art. 158 del Código Penal; en lo que respecta al segundo parámetro esto es la responsabilidad del procesado, esta se halla justificada con las siguientes pruebas, con el mismo testimonio del procesado, cuando manifiesta que encontraba franco el treinta de septiembre de dos mil diez y que se regresó de la ciudad de San Gabriel, viendo la gravedad de lo que estaba sucediendo para cumplir sus funciones, es decir que el ya valoró que nuestro país estaba pasando por una gran conmoción social, y por los medios de radio patrulla se ordena que se concentre el personal en el Comando de Policía Carchi No. 10; el señor Capitán Barriga, manifestó que él se encontraba en el patio de partes y que se encontraban alrededor de cien a ciento cincuenta miembros policiales pertenecientes a las diferentes unidades y esto es muy fácil de comprender con los testimonios de cada uno de los miembros policiales que se encontraban prestando sus servicios en diferentes puntos de la ciudad de Tulcán, lo preocupante del caso es que miembros de la Unidad Antinarcóticos que se encontraban en Rumichaca acudieron a la concentración y no regresaron a su lugar de trabajo si no que se digirieron a las instalaciones de la Jefatura Antinarcóticos del Carchi por disposición del Coronel Viteri, es decir interrumpieron abruptamente el servicio público, y esto se agrava cuando el personal que tenía que cumplir con el segundo cuarto como lo manifiestan ellos no acudieron a cumplir sus labores, dejando al Puente Internacional de Rumichaca en abandono y sin control del tráfico de sustancias estupefacientes. Por lo que con toda la prueba evacuada en la Audiencia de Juzgamiento, es claro que se violentó lo establecido en el Art. 158 del Código Penal; siendo necesario recalcar que la Fiscalía en ningún momento del proceso ha dicho de que la Policía Nacional a quemado llantas, ha salido a las calles, únicamente lo que se ha dicho es que se interrumpió el servicio público en las circunstancias ya anotadas, no se puede quitar un valor jurídico a una pruebas plena y directa, que ha sido base para mantener la acusación fiscal, por lo que la Fiscalía considera de que con la prueba actuada e introducida al proceso se ha demostrado la existencia de la infracción y la responsabilidad del procesado de conformidad con lo establecido en el Art. 250 del Código de Procedimiento Penal por lo que solicita se declare la culpabilidad del señor Héctor Aníbal Mejía Araque quien adecúa su conducta en calidad de Autor del delito tipificado y sancionado en el Art. 158 del Código Penal. El Dr. Iván Durazno, defensor del acusado Héctor Aníbal Mejía Araque, en lo fundamental refiere que Fiscalía prometió demostrar en derecho que la conducta del ciudadano Héctor Mejía Araque se adecúa a lo establecido en el Art. 158 del Código Penal entre comillas vigente para este caso, y como antecedente se encuentra el Art. 1 de la Constitución, el Ecuador es un Estado de derechos y justicia, Art. 1 del Código de Procedimiento Penal, frente a un juicio previo que fue violentado en los derechos y garantías de la Constitución y de los Instrumentos Internacionales también violentados, derecho penal mínimo y derecho penal garantista Art. 5.1 y 5.4 del Código de Procedimiento Penal que no significa otra cosa que el debido proceso penal mínimo, de mínima intervención, Art. 4 del Código Penal principio conocido como el de Indubio pro reo, de ahí que por parte de Fiscalía cuando pretende conseguir una sentencia condenatoria no existe argumentación jurídica de su parte, que se haya demostrado en derecho lo prescrito en el Art. 252 del Código de Procedimiento Penal en concordancia con los Arts. 250 y 85 del mismo cuerpo legal y que se le olvidó al señor fiscal demostrar la existencia de la infracción y por ende la responsabilidad conforme a derecho, la defensa también escuchó que Fiscalía iba a demostrar que su defendido también incurrió en lo establecido en el Art. 158 Numeral 1 y 4 de la Constitución de la República del Ecuador, ya que su defendido era un violador de libertades, derechos y garantías, que era un hombre que atentaba a la dignidad y derechos humanos, y atentaba a una democracia, los parámetros en el nuevo sistema inquisitivo dejaron de existir a la par también la prueba, hoy en el nuevo sistema penal ecuatoriano hay o no hay pruebas, la prueba es legal o ilegal, atentaría a los instrumentos internacionales, a los derechos, dignidad humana, al neo constitucionalismo o traspasa el límite de su violación, afectando lo establecido en el Art. 34 del Código Orgánico de la Función Judicial lo que ha hecho Fiscalía, violación al debido proceso, violación del principio de legalidad procesal Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador, al Art. 83 del Código de Procedimiento Penal por eso al inicio de esta audiencia el primer día había dicho que se descubrirá una verdad histórica, una verdad jurídica o una verdad política, la existencia material de la infracción de la que habla Fiscalía no se halla demostrada, Fiscalía utiliza el Art. 158 del Código Penal y no lee la parte final, la que interesa a la defensa y manifiesta que se ha interrumpido los servicios públicos; escuchado al señor Prof. Efrén Benavides, Ex Gobernado y representante del Gobierno Nacional en la Provincia del Carchi expresó su criterio a favor de su defendido, hoy presunto delincuente, hoy hombre peligroso para la sociedad porque interrumpió un servicio público dando disposiciones, pero cabe destacar que este mismo artículo dice con el propósito de producir alarma pública, se produjo o no alarma pública, si es que se hubiese producido alarma pública con la interrupción de los servicios, con todas las unidades policiales obvio que la defensa hubiese ofrecido otra tesis jurídica y gracias a Fiscalía, con la misma prueba bajo el principio de universalidad quedó probado por demás que en la provincia existió tensa calma, no hubo interrupción del servicio público, no hubo violencia, ni destrucción de bien público alguno, siendo necesario destacar el testimonio rendido por el actual cónsul de la República del Ecuador en Colombia, el Ex Gobernador de la provincia. Al referirse a la responsabilidad penal Fiscalía manifiesta que se halla justificada con el mismo testimonio del encausado, pero acorde a lo dispuesto en el Art. 143 del Código de Procedimiento Penal, su declaración es un medio de defensa a su favor, Fiscalía pide que se tenga en consideración que su conducta se adecúa a un tipo penal y se habla de certeza, solicita al Tribunal tener presente lo manifestado en el Art. 304A del Código de Procedimiento Penal, no sin antes hacer referencia que el tipo penal acusado está desagregado en el sistema penal ecuatoriano por el principio de subsunción podría estar en el Art. 346 del Código Orgánico Integral Penal, paralización de un servicio público, lo cual queda descartado, el nombre técnico es desagregación, la nueva norma no contiene la interrupción de servicios públicos habla de paralización de un servicio público, el delito por el cual acusa la Fiscalía es un delito inexistente, no hay la certeza, solicita se tenga en cuenta el principio pro homine del Art. 416 y 426 inciso tercero de la Constitución, el principio Indubio pro reo del Art. 4 del Código Penal; Art. 1 del Código de Procedimiento Penal; Arts. 5, 6 y 7 del Código Orgánico de la Función Judicial; Art. 10 y 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; Art. 18 del Pacto de San José, concluye su intervención solicitando se ratifique la inocencia de su patrocinado Héctor Aníbal Mejía Araque. Habiendo hecho uso el señor representante de la Fiscalía a su derecho a réplica, en lo principal refiere que la acusación fiscal se produce porque se interrumpió, se paralizó el servicio de la seguridad ciudadana, que se argumente lo contrario a estas alturas del proceso no tiene razón de ser, se manifiesta que el artículo por el cual se acusa se encuentra desagregado cuando la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico Integral manifiesta que todas investigaciones que se hayan iniciado con la normativa vigente a la fecha de su comisión se aplicarán hasta la conclusión del proceso y eso es lo que se está haciendo, el Art. 158 se encuentra en el Código Penal razón por la cual la Fiscalía ha cumplido a cabalidad las obligaciones que le corresponden por lo que se ratifica en su petición de que se declare la culpabilidad del procesado Héctor Aníbal Mejía Araque por haber adecuado su conducta de conformidad a lo establecido en el Art. 42 del Código Sustantivo Penal en calidad de autor. El Dr. Iván Durazno por su parte refiere que la desagregación penal y la extinción en derecho es al procedimiento y así lo dice la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico Integral Penal, se debe concluir con el procedimiento anterior pero en derecho penal la desagregación no puede ser interpretada de forma inquisitiva por lo que una vez más solicita justicia para el Coronel Héctor Aníbal Mejía. El representante de la Fiscalía al realizar su alegato respecto al acusado Byron Eduardo Viteri Estévez, en lo fundamental refiere que en lo que concierne a establecer la existencia del tipo se pretende desacreditar las actuaciones de la Fiscalía, la existencia de la infracción se encuentra plenamente justificada con la práctica de las pruebas que han sido desarrolladas ante el Tribunal, en donde se han plasmado los principios de inmediación y contradicción de la prueba, teniendo como antecedente la no violación de la Constitución, ha elevado a categoría de prueba todo lo investigado por parte de la Fiscalía, principalmente todo lo que atañe a justificar la existencia de la infracción, considerando la Fiscalía al señor Byron Eduardo Viteri Estévez como autor, acorde a lo establecido en el Art. 42 de la Ley Sustantiva Penal, a estas alturas del proceso se quiere desnaturalizar el testimonio del agente que ejercía las funciones de operador de radio patrulla esto es el señor Rojas y se le atribuye a la Fiscalía de haber influenciado a ese miembro de la policía a fin de que venga a mentir o a beneficiar con su testimonio a la Fiscalía, de ninguna manera ha beneficiado a la Fiscalía, la defensa técnica ha cuestionado sobre el taller preparatorio, inclusive presentando una denuncia en los medios de comunicación, dentro de las reglas de la litigación oral está la preparación técnica y ética de la prueba que será presentada ante los juzgadores, el taller preparatorio no fue realizado para preparar perjuros, se ha realizado en cumplimiento de las reglas de litigación oral para preparar la prueba para que las misma sea clara, con ello tiene plena validez lo manifestado por la Fiscalía, el señor Rojas fue el funcionario policial que difundió la disposición emanada por el Coronel Mejía Araque, la receptó el Coronel Byron Eduardo Viteri, quien aceptó que por considerar legal la disposición acudió ante el señor Rojas para que se difunda la disposición de que las unidades policiales se concentren en las instalaciones del Comando de Policía Carchi No. 10, lo que lo obliga sacar a relucir el llamado espíritu de cuerpo que tanto daño causó a la sociedad ecuatoriana, y en la actualidad se sigue manteniendo el famoso espíritu de cuerpo y a pesar de ello la Fiscalía ha justificado su acusación fiscal, cumpliendo con su obligación de establecer la existencia de la infracción y la responsabilidad del señor Byron Eduardo Viteri Estévez, se manifiesta que en la concentración de los miembros policiales ha intervenido única y exclusivamente el señor Héctor Mejía pero unos miembros de la policía nacional manifestaron que el señor Viteri también había intervenido, esa es la realidad que debe ser aceptada por los juzgadores, se manifiesta que de acuerdo al tipo penal no ha existido una alarma social, cuando los medios de comunicación cuyos recortes de prensa fueran incorporados como prueba documental dan a conocer lo contrario, en la fase de deliberación se deberá analizar todo lo actuado por los sujetos procesales para establecer a quien le asiste la verdad, la Fiscalía ha traído lo que ha investigado y ha elevado a la categoría de prueba, por lo tanto la Fiscalía considera que el señor Byron Eduardo Estévez, adecuó su conducta a lo establecido en el Art. 158 del Código Sustantivo Penal, en calidad de Autor. El señor Doctor Mario Noboa Estévez, defensor del acusado Byron Eduardo Viteri Estévez, en lo principal manifiesta que el señor fiscal indicó que la conducta de su defendido se adecúa a lo establecido en el Art. 158 del Código Penal bajo las circunstancias del Art. 42, pero ahora ha aumentado algo más que no ha probado, el habla del famoso espíritu de cuerpo, en el proceso y en las pruebas aportadas pero no ha logrado demostrar lo manifestado, en base a los documentos la Fiscalía les ha ayudado a probarla inocencia absoluta de los Coroneles y concretamente la inocencia de su defendido Byron Eduardo Viteri Estévez, no estando de acuerdo con lo manifestado por el señor fiscal, pues del propio contenido de su prueba material, instrumental y testimonial, se ha logrado demostrar la inocencia de su defendido, no existe el delito por el cual se lo acusa, no existe nada en absoluto que pueda determinar que el Coronel Byron Eduardo Viteri Estévez estuvo levantando al personal policial o ejecutando actos que ameriten estar acusado por el delito establecido en el Art.158 del Código Penal, en las declaraciones de los cuarenta y dos testigos, mismos que fueron precisos y concordantes, no cabe aquí el espíritu de cuerpo. El señor fiscal toma como argumento lo referente a la radio patrulla no cumpliendo con lo establecido en el Art. 216 del Código de Procedimiento Penal, la acuciosidad, a nivel nacional nunca un oficial superior ingresa a la central de radio patrulla y se dirige por radio a sus subalternos, porque se violentaría disposiciones internas de la Policía Nacional, lo que hace es cumplir un órgano regular y disponer en este caso a través del Coronel Viteri que el personal mínimo se reúna, en ese caso alrededor de cuarenta a cincuenta uniformados, así lo han dicho de forma repetitiva sus testigos y los de Fiscalía, en consecuencia se ha probado que nunca hubo suspensión de servicio público, ni la vulneración del Art. 158 del Código Penal por parte de Byron Eduardo Viteri Estévez, se solicitó la declaración juramentada del señor Presidente de la República del Ecuador, señor Economista Rafael Correa Delgado, en la cual hace una exégesis, un histórico que manifiesta todo lo que pasó en la ciudad de Quito el treinta de septiembre de dos mil diez, no dice ahí que en Carchi haya pasado algo, los testigos de conciencia, los propios ciudadanos de Tulcán saben a conciencia que aquí no pasó nada con la institución policial, que al contrario de acuerdo a las declaraciones de los Coroneles Mejía y Viteri siempre estuvieron supeditados al poder político y así lo dijo el señor Profesor Efrén Benavides, representante del Gobierno Central a la fecha de los acontecimientos, no existiendo ningún delito por el cuan tenga que acusarse a su defendido, ya que es inocente del delito que se le imputa, habiendo dejado sin piso la tesis del señor fiscal respecto a lo sucedido en la ciudad de Tulcán, no habiendo logrado demostrar en absoluto la acusación fiscal, finalmente solicita que al momento de resolver el Tribunal actué apegado estrictamente a la letra de la Ley y en base a la prueba aportada de la cual se desprende que Byron Eduardo Viteri Estévez es inocente de la acusación propuesta por Fiscalía. El señor representante de la Fiscalía haciendo uso de su derecho a réplica en lo principal manifiesta que la Fiscalía en ninguna de sus intervenciones ha indicado que los señores Coroneles específicamente que Byron Eduardo Viteri Estévez ha ingresado a las oficinas de radio patrilla, lo que el manifestó, mantiene y ha justificado, pues así lo aceptó el mismo acusado, es que cumpliendo las indicaciones del Coronel Mejía Araque indicó al encargado de la radio patrulla difunda la disposición de la concentración; por otra parte era obligación del Comandante y del Comandante Ocasional hacer conocer la disposición que habían emanado de concentración de todas las unidades policiales en las instalaciones del Comando Carchi No. 10, ya que se obedecen a una institución policial en donde se tienen que cumplir normas institucionales y sobre todo lo que establece la Constitución y no lo han cumplido siendo aplicable lo que determina el Art. 159 inciso segundo del texto constitucional, su responsabilidad es por haber dado la orden, haber efectivizado la orden paralizando de esa manera el servicio público de atención a la seguridad ciudadana, por lo que la Fiscalía se afirma y se ratifica en su pedido de que se declare la culpabilidad del ciudadano Byron Eduardo Viteri Estévez quien en base a lo prescrito en el Art. 42 adecúa su conducta al tipo penal establecido en el Art. 158 de la Ley Sustantiva Penal. El Dr. Mario Noboa solicita se ratifique el estado de inocencia de su defendido y por ende sea declarado inocente. Finalmente el señor representante de la Fiscalía al realizar su alegato respecto al acusado Luis Alberto Vaca Sandoval, en lo fundamental refiere que dicho ciudadano se encuentra siendo acusado de conformidad a lo establecido en el Art. 44 de la Ley Sustantiva Penal en calidad de encubridor del tipo penal del Art. 158 del cuerpo legal invocado, el señor Luis Alberto Vaca Sandoval el día treinta de septiembre del año dos mil diez desempeñaba las funciones de oficial de guardia del Cuartel de Policía Carchi No. 10, una de las funciones que le correspondía al señor oficial es dar a conocer mediante los partes policiales lo que ocurría o acontecía inusualmente dentro de esas instalaciones y esto no lo cumplió, en razón de que al rendir su declaración aceptó haberse encontrado desempeñando como tal, de forma libre y voluntaria aceptó que se visualiza en las imágenes proyectadas y manifestó que ese día no pasó nada, y que si bien es cierto los miembros policiales se encontraban en una actitud de aplausos eso no significa que hayan cometido alguna infracción, pero de acuerdo a las pericias principalmente a la practicada por el Perito Vasconez cuando manifiesta que las actitudes de los miembros de la policía son propias de aquellas que asumen las personas que están realizando actos o gesticulaciones de protesta y también el señor reportero de TELEAMAZONAS manifiesta se habían realizado expresiones de viva el paro y de apoyo a la unidad policial, eso es algo inusual que no tenía por qué estar aconteciendo en el recinto policial y era obligación del señor oficial emitir el parte informativo correspondiente y cuando la Fiscalía en la fase de indagación e instrucción se dirigió a talento humano del Comando de Policía Carchi No. 10 a efectos de que se remita los partes suscritos por el señor oficial en cuanto a los acontecimientos suscitados el referido día, se comunicó que no existía ningún parte al respecto, el señor Luis Alberto Vaca Sandoval manifestó haber conocido que sus superiores habían dispuesto que los miembros policiales se concentren en las instalaciones del Comando, de igual forma no existe ningún parte policial referente hacer conocer sobre dicha novedad, por lo tanto es claro que ha encubierto la conducta de los autores del tipo penal que mantiene la Fiscalía, cuyo verbo rector adecuado a la conducta de los procesados es la paralización de servicios públicos, se manifiesta el no haber existido alarma ciudadana, sin embargo los medios de comunicación demuestran lo contrario, al haberse justificado plenamente la existencia de la infracción y la responsabilidad del señor Luis Alberto Vaca Sandoval, la Fiscalía solicita se declare su culpabilidad por haber adecuado su conducta de conformidad a lo establecido en el Art. 44 del Código Sustantivo Penal al tipo penal del Art. 158 del mismo cuerpo legal. El Dr. Lenin Pazos Arellano, defensor del acusado Luis Alberto Vaca Sandoval al exponer su alegato en lo principal manifiesta que respecto al planteamiento de la Fiscalía es inadmisible que en este tiempo de cobertura intelectual en donde se maneja conceptos revolucionarios respecto a concepciones caducas, se siga manteniendo una posición inquisitiva en donde se inventa y se forza hechos para obligar a un aparato estatal a procesar a un individuo sin mérito alguno, el señor fiscal no actúa con libertad porque ello lo lleva a involucrar a una persona en hechos absurdos, en actuaciones inconsecuentes con la lógica y la ética; su defendido encubrió un hecho delictivo o no tuvo que encubrir nada ya que no se suscitó ningún hecho delictivo, se supone que su defendido encubrió a dos malhechores, ese es el grado de responsabilidad que el señor fiscal está pretendiendo imputar al Tnte. Luis Alberto Vaca, la Fiscalía está actuando con mala fe, resulta absurdo pensar que un policía en el nivel de Coronel conociendo que la ética de la policía es salvaguardar la seguridad de la ciudadanía se sume a una absurda e inconsecuente sublevación de una tropa en otra jurisdicción, el alto mando de la Policía Carchi No. 10 lo que hizo es prevenir, porque el pueblo, la masa se deja llevar, siendo su obligación convocar a sus subalternos, no es tolerable la acusación fiscal y peor aún a su defendido en calidad de encubridor, violentándose normas fundamentales, doctrinarias, jurisprudenciales, constitucionales pues el encubrimiento ya no es un nivel de responsabilidad, ya no existe, sin embargo el señor fiscal mantiene su acusación, basándose en razón de que a decir de él la policía interrumpió sus funciones públicas el treinta de septiembre por haber dejado sus puestos de trabajo y asistir a una reunión convocada por el Comandante, ese es el delito, los Comandantes reunieron a su tropa para impedir que se confunda con los hechos que estaban sucediendo en el interior del país; no es posible subsumir la conducta de su defendido a la conceptualización dada en el Art. 44 del Código Penal, las situaciones que se dieron durante el desarrollo de la audiencia son suficientes para ratificar la inocencia de su defendido y básicamente porque el Art. 76 numeral 5 de la Constitución de República dice que cuando una ley posterior o cuando haya conflicto entre leyes que atenten derechos tendrá que estarse a aquello que favorezca al procesado, y en efecto esa es su alegación fundamental, a nivel fáctico sus colegas han desvanecido totalmente el hecho, a nivel jurídico le corresponde argumentar que en la nueva legislación penal ecuatoriana la participación en un hecho delictivo está establecida únicamente en dos grados de acuerdo al Art. 41 Código Orgánico Integral Penal, las personas participan en la infracción como autor o como cómplice y el Art. 5 en su numeral 2 del mismo cuerpo legal dice que en caso de conflicto de dos normas de la misma materia que contemplen sanciones diferentes para un mismo hecho se aplicará la menos rigurosa aun cuando su promulgación sea posterior, bajo esos argumentos queda claro, primero que no existe el hecho delictivo y segundo que de existir, el grado de responsabilidad de su defendido ya no está establecido como grado de responsabilidad penal por lo que solicita se ratifique el estado de inocencia del Teniente Luis Alberto Vaca. OCTAVO.- MOTIVACIÓN DEL TRIBUNAL.- A fin de resolver la situación jurídica de los acusados Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez; y, Luis Alberto Vaca Sandoval, el Tribunal Primero de Garantías Penales del Carchi, como en todo proceso lo primero que debe establecer es: Cuáles son los hechos, luego calificar estos hechos y finalmente determinar las conclusiones jurídicas de los mismos conforme al ordenamiento legal; para llegar a estos presupuestos se tiene que analizar los medios de prueba que han sido producidos en el juicio ante el Tribunal de Garantías Penales, conforme lo determina expresamente el Art. 79 del Código de Procedimiento Penal, en relación con lo dispuesto en el Art. 90 Ibídem, al mencionar las disposiciones relacionadas con la prueba serán observadas y cumplidas en la etapa del juicio para poder determinar los actos procesales necesarios según corresponda condenar o absolver de conformidad con lo dispuesto en el Art. 250 del mismo cuerpo de leyes antes citado, disposiciones legales que guardan concordancia con el Art. 252 del Código de Procedimiento Penal, al explicar y mencionar que: La certeza de la existencia de la infracción y la culpabilidad del acusado, se obtendrá de las pruebas de cargo y de descargo que aporten los sujetos procesales en la etapa del juicio, para lo cual es oportuno valorar la legalidad de la prueba y su apreciación por el Tribunal, conforme a las reglas de la sana crítica, entendiéndose la valoración de la prueba como “la operación mental que tiene por fin conocer el mérito o valor de convicción que pueda deducirse de su contenido”. El juzgador debe valorar los factores inmediatos y desencadenantes del delito, acervo del cual debe fluir el sano raciocinio en armonía con la ley, no sólo para pronunciarse sobre la comprobación o no de la existencia de la infracción, sino también de la culpabilidad del acusado, realizando la valoración de ese acervo. Cada medio de prueba es susceptible de valoración individual, y en ocasiones puede bastar uno para formar la convicción del Juez, pero lo ordinario es que se requiera varios, de la misma o distinta clase para llegar a la certeza de los hechos discutidos en el proceso contencioso”. (Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Consejo Nacional de la Judicatura. Tomo I. Pág.199). De ahí que cuando se habla de la valoración de la prueba se comprende un estudio crítico del conjunto, tanto de los varios medios aportados por una parte para tratar de demostrar sus afirmaciones de hecho (Fiscalía), como de las que la otra adujo para desvirtuar u oponer otros hechos (acusada) “De modo que las razones y pruebas dan al juez los materiales indispensables para dictar su sentencia definitiva, sea condenando, en cuyo supuesto, se reconoce el derecho subjetivo del Estado a castigar, o bien, absolviendo, reafirmando el estado de inocencia del procesado”. (Carlos J. Rubianes citado por Walter Guerrero Vivanco. El Sistema Acusatorio Oral. Pág. 70). En la especie con las pruebas evacuadas durante la audiencia reservada de juzgamiento, mismas que fueron realizadas bajo los principios de oralidad, inmediación, concentración y contradicción, en la manera dispuesta en los artículos 168 de la Constitución de la República, 79, 83 y 86 del Código de Procedimiento Penal, cuerpo legal vigente al día de los hechos, este Organismo de Justicia en el presente caso hace las siguientes análisis: El artículo 424 de la Constitución de la República, indica respecto a la supremacía que la Constitución tiene sobre las demás normas del ordenamiento jurídico. El artículo 1 de la misma norma suprema indica que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, significando que se tiene que administrar justicia con apego y respeto a la dignidad de la persona. El artículo 76 numeral 7 literal l), ibídem, manda que todas las resoluciones de los poderes públicos deben ser motivadas. El artículo 76 de la Ley suprema, establece que en todo proceso donde se determine derechos y obligaciones, se asegurará el derecho al debido proceso, mismo que comprende varias garantías como entre otros el derecho a la defensa, que también implica a su vez varias garantías, contempladas en el artículo 76 numeral 7 antes referido. Por su parte, el artículo 168.6 de la misma Constitución, refiere que en la sustanciación de todos los procesos, se hará conforme al sistema oral, en base a los principios de concentración, contradicción y dispositivo, mismos que durante la etapa del juicio han sido observados de manera irrestricta; de igual forma se ha observado los principios de uniformidad, inmediación y celeridad, previstos en el artículo 169, tomando en cuenta que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. La Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico Integral Penal, en su parte pertinente textualmente señala: “Los procesos penales, actuaciones y procedimientos de investigación que estén tramitándose cuando entre en vigencia este Código, seguirán sustanciándose de acuerdo con el procedimiento penal anterior hasta su conclusión, sin perjuicio del acatamiento de las normas del debido proceso, previstas en la Constitución de la República…”. De conformidad con lo dispuesto en los Arts. 85 y 252 del Código de Procedimiento Penal, la prueba, debe establecer tanto la existencia de la infracción como la responsabilidad del procesado; prueba que será valorada mediante las reglas de la Sana Crítica, como lo señala el Art. 86 ibídem. Las investigaciones realizadas en la etapa de Instrucción Fiscal y las experticias practicadas para justificar la materialidad de la infracción, únicamente alcanzan el valor de pruebas cuando han sido sustentadas y valoradas en el juicio; y, los anticipos de prueba cuando son incorporados al juicio en la fase de prueba ante el Tribunal, esto es, cuando son pedidas, ordenadas, actuadas e incorporadas al proceso de conformidad con la Ley Procesal Penal ante el Órgano Jurisdiccional Competente, conforme los principios constitucionales de legalidad, oralidad, inmediación, concentración, dispositivo, contradicción, independencia, etc., establecidos en los artículos 75, 76, 77, 82, 168 y 169 de la Constitución de la República; y, en las disposiciones señaladas en los Arts. 79, 119, 250 y 252 del Código de Procedimiento Penal. Sobre el sistema de valoración de la prueba, el jurista argentino, Eduardo M. Jauchen, en su obra, titulada “Tratado de la Prueba en Materia Penal”, Buenos Aires, Rubinzal – Culzoni editores, 2004, Pág. 48, indica: “…Las características fundamentales de este sistema son: la inexistencia absoluta de dogmas legales sobre la forma en que se deben probar los hechos y sobre el valor acreditante que debe otorgársele a cada prueba, de modo que el juez puede admitir cualquier medio de prueba que estime útil y pertinente para comprobar el objeto de conocimiento. Pero ello no implica de ninguna manera un arbitrio absoluto del juzgador, pues fuera de aquella amplitud referida al principio de la libertad probatoria, se le impone su valoración conforme a los principios de la sana crítica racional, o sea que debe apreciar la prueba y fundar su decisión basándose no en su íntimo convencimiento, sino objetivamente en los más genuinos lineamientos que indica la psicología, la experiencia común y las reglas de la lógica y el recto entendimiento humano…”. Así también, sobre la sana crítica, el jurista ecuatoriano, Jorge Zavala Baquerizo, en su obra, “Tratado de Derecho Procesal Penal. Tomo III”, Guayaquil, editorial Edino, 2010,Pág. 189, señala:“ El sistema de sana crítica razonada o de libre convicción razonada, como también se lo denomina por algunos autores, consiste en la facultad que tiene el juez para que una vez que las pruebas obran dentro del proceso, pueda analizarlas y valorizarlas según su convicción, pero expresando en las sentencias las razones que ha tenido para llegar al convencimiento declarado en la resolución, esto es, la motivación de la sentencia…”. Consecuentemente, en el presente caso corresponde analizar si se ha demostrado o no la existencia de la materialidad de la infracción y la correspondiente responsabilidad de los acusados: Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez; y, Luis Alberto Vaca Sandoval, así, la Fiscalía ha acusado a los procesados conforme al Art. 158 del Código Penal, que tiene relación con los delitos de sabotaje y terrorismo, estos es: “Será reprimido con reclusión mayor ordinaria de ocho a doce años y multa de ochenta y siete a ciento setenta y cinco dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, el que fuera de los casos contemplados en este Código, destruya, deteriore, inutilice, interrumpa o paralice servicios públicos, instalaciones industriales o fabriles, centros comerciales, puertos, canales, embalses, minas, polvorines, vehículos o cualquier otro elemento de transporte, instalaciones públicas o privadas de energía eléctrica, de agua potable, gas u otras semejantes, o instalaciones de radio, teléfono, telégrafo, televisión o cualquier otro sistema de transmisión; depósitos de mercancías, de explosivos, de lubricantes, combustibles, materias primas destinadas a la producción o al consumo nacional, o cualquier otro tipo de abastecimiento semejante, con el propósito de producir alarma colectiva. Si, como consecuencia del hecho, se produjere lesiones a personas, la pena será del máximo indicado en el inciso anterior; y si resultare la muerte de una o más personas, la pena será de dieciséis a veinticinco años de reclusión mayor especial, y multa de ciento setenta y cinco a cuatrocientos treinta y siete dólares de los Estados Unidos de Norte América”. Una de las finalidades del Derecho Penal es buscar coadyuvar a la convivencia tranquila de los seres humanos. Cuando el Derecho Penal le expropia el derecho de la víctima a la retaliación busca precisamente evitar la venganza irracional, logrando canalizar la misma por una vía pacífica, es decir tomando las normas penales para castigar esa conducta. Finalidad del Derecho Penal es la protección de bienes jurídicos a través de la sanción de las acciones humanas consideradas por el legislador como delitos y de esa manera, procurar una ordenada convivencia social. De esta afirmación surge que con el Derecho Penal se pretende proteger aquellos interés que la sociedad considera relevantes de acuerdo a su idiosincrasia (vida, libertad, propiedad, orden y seguridad pública, el normal y trasparente desenvolvimiento de la Administración Pública, etc.) a través de la represión, o sea, del castigo al infractor. La doctrina y la jurisprudencia nos enseña que todo delito debe contener características como son la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad entre las cuales debe existir una secuencia, si una acción está contenida en la norma penal, si ese hecho se adecúa a la descripción que el legislador ha previsto en la ley, ese acto ya es típico. Que el acto sea típico nos permite pasar a la siguiente categoría como es la antijuricidad y si la acción es típica y antijurídica corresponde saber si es culpable, es decir saber si a la persona se le puede atribuir esa acción, consecuentemente como refiere Francisco Muñoz Conde “el peso de la imputación va aumentando en medida que se pasa de una categoría a otra”. El Art. 76.3 de la Constitución de la República establece: “Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción pena, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Solo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento”. El principio de legalidad manda que sólo los hechos tipificados en la ley penal como delitos pueden ser considerados como tales, afianza el mandato de certeza en el castigo, descarta cualquier tipo de interpretación antojadiza, arbitraria, prohíbe a los Jueces la aplicación de las analogías, obligándole a apegarse estrictamente a lo que dice la ley. El Art. 76 numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”. El principio de inocencia o presunción de inocencia es un principio jurídico penal que establece la inocencia de la persona como regla. Solamente a través de un proceso o juicio en el que se demuestre la culpabilidad de la persona, podrá el Estado aplicarle una pena o sanción. Por este principio la persona sometida a un proceso disfruta de un estado o situación jurídica que no requiere construir sino que incumbe hacer caer al acusador, por eso se constituye en una garantía constitucional del procesado y uno de los pilares del proceso penal acusatorio. Es necesario en un proceso penal que para desvirtuar esta presunción los sujetos procesales deben aportar pruebas debidamente actuadas tal como manda la Constitución y la Ley. El Art. 158 del Código Penal que se refiere al delito de sabotaje a servicios públicos o privados se encuentra incorporado al Capítulo IV del mismo cuerpo penal que corresponde a los delitos de sabotaje y terrorismo, entendiéndose al delito de sabotaje como el acto delictual, y deliberado, en que se daña o destruye, bienes públicos o privados con el objeto de anular su funcionamiento o ponerlos fuera de servicio, este es el delito por el que han sido llamados a juicio los procesados. En consideración al tipo penal respectivo, a efectos de establecer el bien jurídico a proteger, partiremos estableciendo que el presente tipo penal se encuentra dentro de los delitos contra la estructura del estado constitucional, delitos contra la seguridad pública, que va conectada al servicio público, que en la doctrina española, sobre todo a partir de los trabajos de Villar Palasí y de García de Enterría se considera “como el conjunto de actividades prestacionales asumidas o reservadas al Estado, a fin de satisfacer necesidades colectivas de interés general […] (1987.P.P. 88)”. En el presente caso vemos que los bienes jurídicos a tutelar, con el tipo penal a justificar, es una conexión directa entre lo que es la seguridad pública con el servicio público, que en caso de la Policía Nacional lo debe hacer, y esto se verifica ya que la misma Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 163 refiere: “La Policía Nacional es una institución estatal de carácter civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional y altamente especializada, cuya misión es atender la seguridad ciudadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio nacional.”. El Tribunal considera por mandato legal que es obligación de la Fiscalía, sobre quien descansa el ejercicio de la acción penal, y el impulso de la acusación en la sustanciación del juicio, probar su hipótesis de adecuación típica, bajo esta premisa el Tribunal debe entrar analizar si en el caso, de la prueba incorporada se ha demostrado o no la existencia del delito, entendido este como un acto típico, antijurídico y culpable, en donde cada categoría dogmática tiene sus propios elementos que le dan contenido material al injusto, debiendo por tanto demostrarse tanto la existencia material de la infracción como la responsabilidad o culpabilidad de quien la ha cometido, así como el nexo causal existente; y, solo cuando el juzgador obtenga la certeza del cometimiento del delito y que el sujeto es culpable del acto, establecerá el grado de responsabilidad. En este punto, evacuada que ha sido la prueba, en el desarrollo de la audiencia, el señor fiscal basó su acusación en un video (evidencia No. 1657.14) obtenido de un reportaje realizado por el canal de Televisión TELEAMAZONAS e introducido por la ciudadana Verónica Avilés, Bodeguera de la Policía Judicial del Carchi, quien fuera objetada por no haberse solicitado su testimonio conforme a la ley. Ante lo cual el Tribunal previa la revisión del proceso y al verificar que efectivamente la referida ciudadana no fue solicitada en calidad de testigo por ninguno de los sujetos procesales descarta este instrumento como prueba al amparo de lo dispuesto en el Art. 83 del Código de Procedimiento Penal que textualmente dice: “ La prueba solo tiene valor si ha sido pedida, ordenada, practicada e incorporada al juicio conforme a las disposiciones de este Código…” y con fundamento en el Art. 73 numeral 3 de la Constitución de la República y Art. 8 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, que contemplan que “ solo se podrá juzgar a una persona ante un juez o tribunal competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento”, con ello se garantiza la seguridad jurídica, derecho que se fundamenta en el respeto de la Constitución y a las normas jurídicas existentes. El Tribunal considera relevante la siguiente prueba testimonial: La rendida por agente de policía Jaime Patricio Pillajo, mismo que refirió que como perito criminalístico, fue designado y posesionado a fin de realizar una experticia de audio video y afines, habiendo observado el Cuartel Policial de la ciudad de Tulcán, un vehículo de similares característica a los utilizados por la Policía Nacional, una persona de sexo masculino quien se encuentra haciendo actos similares a la de una entrevista y personas que se aglomeran hacia la parte posterior del Comando, que existen varias personas uniformadas y de civil aglomeradas, otra persona utilizando vestimenta de similares características a las utilizadas por miembros de la policía nacional que manifiesta “el sentir del personal es igual que el del resto del personal del País”; Cbop. Jairo Javier Orbe Almendariz, quien manifestó que en su calidad de perito criminalístico, realizó la diligencia de reconocimiento del lugar de los hechos por lo que con fecha trece de mayo de dos mil catorce, se trasladó a diferentes puntos de la ciudad, entre los que recuerda la parroquia de Urbina, Rumichaca, Control Sur, UPC de Tufiño, y en el Comando, lugares en donde pudo observar que todo se encontraba con total normalidad, sus compañeros policías se encontraban trabajando en las diferentes unidades de servicio. No habiendo encontrado ningún indicio en el lugar de los hechos. Del agente de policía Sgop. Wilson Paul Guacho Tixi, quien como perito realizó el reconocimiento del lugar de los hechos, específicamente de las instalaciones del Comando de Policía Carchi Nro. 10, ubicado en las calles Manabí y Guatemala de la ciudad de Tulcán, manifestando que en el día de la diligencia las labores policiales se encontraban desarrollando con total normalidad, no habiendo encontrado ningún vestigio sobre los hechos materia de la causa. De los agentes de policía Nelson Horacio Monrroy García; Diego Reme Ordóñez Benavides; y, Luis Patricio Ortega Hernández, quienes en forma unívoca y concordante refirieron ante el Tribunal que el día treinta de Septiembre de dos mil diez desempeñaron sus funciones en las instalaciones de la Jefatura de Migración del Carchi, ubicadas en el Puente Internacional de Rumichaca, con total normalidad, durante todo el día, no habiendo conmoción en el lugar. De los Agentes de Policía: Wilson Fabián Molina Moreno; Luis Fernando Chamorro Ibarra; Fausto Alexander Albán Fierro; Segundo Eduardo Enríquez Morejón; Edgar Roberto Pilco Duchi; Juan Carlos Santillán Tatamuez; Byron Jaime Revelo Martínez; Miguel Ángel Sotaminga; Segundo Patricio Pisuña Torres; Danilo Estuardo Arévalo; Edison Patricio Orozco Villa; y, Víctor Oswaldo Santamaría Solís, quien en forma unívoca y concordante refirieron que el día treinta de septiembre de dos mil diez, habiéndose encontrado desempeñando sus funciones en distintas unidades policiales, alrededor de las 09h30 minutos a 10h00 de la mañana, por disposición de la radio patrulla se les indicó que se trasladen al Comando de Policía Carchi No. 10 a fin de escuchar disposiciones, en dichas instalaciones procedieron a formar varios uniformados indicando algunos de ellos que fueron entre 80 a 100, otros refieren que se encontraban de 30 a 40 uniformados, pertenecientes a diferentes servicios, coincidiendo además en indicar que el Coronel Héctor Mejía ante lo que estaba aconteciendo en Quito y Guayaquil intervino alrededor de diez a quince minutos, manifestándoles que no se metan en problemas; habiéndoles dispuesto que salgan a laborar normalmente a sus lugares de servicio, que su deber y obligación estaba en las calles a fin de proteger a la ciudadanía, caso contrario serían sancionados disciplinariamente de acuerdo al reglamento de la policía, que durante el tiempo que salieron al Comando a escuchar las disposiciones no quedó remplazo por cuanto solo fueron a escuchar las referidas disposiciones, luego de ello regresaron a sus lugares de trabajo a seguir prestando sus servicios con total normalidad, refieren además que en la ciudad todo estaba tranquilo. No hubo ningún disturbio, desmán, protestas, violencia, conmoción, robos ni cosas por el estilo, que en ningún momento recibieron disposiciones de paralización o suspensión de servicios públicos. De los agentes de policía Edison Segundo Montenegro Lima y Leonardo Mauricio Oviedo Fraga, quienes refieren que mediante memorando suscrito por el Mayor Morales, Jefe de Asuntos Internos, se les dispuso realicen un informe interno administrativo en el plazo de 48 horas, por lo que mediante oficio solicitaron a los Jefes de servicio del Comando se remita informe detallado en el cual se haga constar si el 30 de septiembre de 2010 en cada servicio se originó o no alguna novedad, de igual forma se haga constar si existió novedades con los bienes físicos de la institución, como lo son vehículos o materiales como municiones, habiendo recibido como respuesta en todos los oficios que las actividades del personal policial el referido día se habían desarrollado de forma normal y en el ámbito de los bienes no había existido ninguna novedad. Del Mayor Diego Javier Barriga Hidalgo, quien refirió que a pedido de Insectoría realizó un informe respecto a las novedades de personal, parte logística, administrativas, que en el documento que remitió consta que no existió ninguna novedad en el Comando Carchi el día treinta de septiembre, ese día hubo la disposición de que se acerquen a las instalaciones del Comando los servidores policiales de las diferentes unidades que se encontraban laborando, a fin de recibir disposiciones a excepción del grupo motorizado y las unidades de la policía comunitaria, a quienes personalmente dio la disposición de que se queden en la ciudad, permanezcan en los puestos de servicio, que el Coronel Mejía habló alrededor de 10 a 15 minutos a los servidores policiales ante lo sucedido en Quito y les pidió realicen sus actividades con normalidad y retornen a sus unidades de trabajo y así lo hicieron, el día 30 de septiembre no hubo ninguna situación anómala, fue un día normal en las actividades de los servidores policiales, personalmente recibió la disposición del Coronel Viteri de reforzar la cárcel, pues él se encontraba al mando, posteriormente retomó el mando el coronel Mejía, no existiendo ninguna novedad. De Fausto Robles Armijos, quien manifestó que el día 30 de septiembre de 2010 encontrándose prestando sus servicios en el Rastrillo de la Unidad de Almacenamiento de Armas y Municiones, entregó el armamento como siempre a las 6:00 AM ya que maneja las llaves de la bodega; a las 9:00 o 9:30, aproximadamente, Javier Morales le dispuso que le entregue las llaves y se mantenga junto a él y se aumente seguridades por disposición del Comandante de la Unidad, a las 14:30 le fueron devueltas las llaves, indicando además que el referido día no le faltó elemento alguno. Del Sgop. Nelson Humberto Pabón Minda, quien refiere que el día 30 de septiembre de 2010 se encontraba laborando en el Puente Internacional de Rumichaca, en el primer cuarto diurno, empezando su labor a las seis de la mañana, que entre las ocho u ocho y media AM en circunstancias en las cuales se encontraba revisando una maleta notó que había disminuido el tráfico vehicular y la afluencia de personas, en esos instantes que se le acercó un periodista y le preguntó que estaba sucediendo ante lo cual le respondió que no sabía nada, que se acerque al Comando que ahí podía dialogar con sus jefes, en virtud de aquello se trasladó al Comando a informar esa situación, habiendo dado parte al Coronel Viteri; por cuanto labora con canes antinarcóticos se le dispuso que se trasladen a la Jefatura a esperar indicaciones. De los agentes de policía Cbop. Martín García Congo; Cbop. Byron Vinicio Sánchez Cabascango; y, Rodrigo Valencia Fuentes, quienes refirieron que el 30 Septiembre de 2010 se encontraban prestando sus servicios en el puente Internacional de Rumichaca; entre las diez y once horas de la mañana fueron comunicados mediante radio se trasladen al Comando a fin de recibir disposiciones del Coronel Viteri, quien dispuso que se mantengan en calma, no regresaron al Puente de Rumichaca pues se trasladaron a la Jefatura Antinarcóticos por cuanto ya era la hora de relevo ya había terminado su servicio. Aclarando luego que no recibieron orden directa del Coronel Viteri, que eso les manifestaron compañeros de su Unidad. Del Cbos. Gilberto Ramiro Quille Agualongo, quien manifestó que el 30 de septiembre de 2010 se encontraba laborando en Rumichaca en el segundo cuarto esto es de 14:00 a 22:00, no prestó servicio porque en la Jefatura Antinarcóticos le comunicó el señor jefe de guardia que el Coronel Viteri había indicado que asistan al Comando a una charla, al llegar a dicho lugar cerca de las dos de la tarde la charla ya se había acabado, los compañeros le indicaron que regrese a su Unidad. Al ser contra examinado por la defensa de Byron Viteri refiere no haber recibido una orden directa por parte del referido Coronel. Por su parte el agente de policía Cbos. Gandi Daniel Rosas Rojas, dio a conocer al Tribunal que en el mes de septiembre de dos mil diez se encontraba laborando en calidad de radio operador de la central, una de sus funciones fue la de receptar mensajes y transmitirlos, el día 30 de septiembre de 2010 se encontraba de servicio de ocho de la mañana a dos de la tarde, el referido día estuvo encargado el Coronel Viteri en la Comandancia ya que el Coronel Mejía estuvo franco, los dos tienen una clave, registró en su libro de novedades que Apolo 1 esto es el Comandante Provincial dispuso que las unidades avancen a formar al Comando, información que fue difundida entre nueve y diez de la mañana, refiere no haber recibido llamadas de auxilio por parte de la ciudadanía ya que ese día todo estuvo tranquilo. De Yaco Marlon Martínez, comunicador social del Diario “La Nación” quien refirió que posterior a los hechos del 30 de septiembre, esto es con fecha 5 de octubre de 2010, realizó una publicación cuyo título fue “Pérdida por cierre de frontera Norte” puso ese título por referencia de lo que las fuentes informaron en esa fecha, las fuentes fueron la SENAE y datos proporcionados por la Cámara de Comercio, la nota indica que había existido supuestamente pérdidas pero por cuanto no existe un balance no puede afirmar que las hubo. De Yuri Erazo, quien refirió que se dedica a las actividades de comercio exterior y transporte, conocer a Yaco Martínez por cuanto es periodista y a la vez es su amigo, mismo que le hizo una llamada telefónica para hacerle una consulta respecto al transporte en la frontera y por ende lo referente al comercio exterior, desconociendo si en esas fechas hubo pérdidas. De José Alejandro Arauz Rivadeneira, quien manifestó que el día 30 de septiembre de 2010 hubo una conmoción en el país relacionada a las peticiones de la policía nacional, que ese día relativamente hubo una disminución de ingresos de mercancías, pero no puede determinar si afectó o no a la parte económica, que no puede responder de lo sucedido en la ciudad de Tulcán por cuanto se encontraba en comisión de servicios en la ciudad de Quito. De José Antonio Tatés Fernández, quien relata que habiendo sido llamado por la Fiscalía a rendir una versión infirmó que el día 30 de septiembre de 2010 se desempeñaba como Presidente de la Cámara de Comercio, que no le consta que en la ciudad de Tulcán haya habido desmanes, actos de inseguridad o situaciones negativas, que más bien había tenido la oportunidad ese día de concurrir a un llamado del Comité de Seguridad en donde cada uno hizo el compromiso de defensa de la democracia, en su caso alertó a sus compañeros del sector comercial a fin de que tomen las debidas precauciones; ante una entrevista de un medio de comunicación del interior en donde fue preguntado respecto a que si había habido algún problema ante el cierre del Puente Internacional de Rumichaca habiéndoles dicho que no, que en la provincia no pasó absolutamente nada. De Efrén Heriberto Benavides Tapia, quien actualmente es Cónsul del Ecuador en Ipiales-Colombia y en el año 2010 desempeñó las funciones de Gobernador de la provincia del Carchi, quien refirió que el treinta de septiembre del 2010 conoció de la sublevación policial cuya concentración o manifestación máxima se desarrolló en la ciudad de Quito; ese día estuvo parcialmente en la ciudad de Tulcán y parcialmente en la ciudad de Quito; se enteró del inconveniente a través de las noticias y la Ministra Doris Solís dispuso que todos los gobernadores retornaran a tomar posesión de sus cargos, emprendió el retorno a la ciudad de Tulcán llegando a eso de las 12H30 a 1pm. El día 30 de septiembre convocó a todas las autoridades y al pueblo para que se dieran cita en la gobernación a fin de analizar la situación que se vivía en ese momento y solicitar el respaldo para que no se quiebre el sistema democrático. Indicó además que el Comandante de Policía en ese entonces era el Coronel Héctor Mejía, el referido día hizo contacto con él; cuando retornaba de la ciudad de Quito, a la altura de Cayambe se le hizo conocer que se habían tomado la gobernación del Carchi situación que implicó llamar a ciertas autoridades entre ellas sus subalternos como los jefes Políticos de la Provincia, los que desmintieron tal situación; llamó al Comando de Policía a ver qué pasaba, y tener una versión directa, el primer contacto lo hizo con el Coronel Viteri quien le informó que el Coronel Mejía se encontraba franco, pidió el número telefónico del Coronel Mejía lo llamó y éste le manifestó que estaba por San Gabriel, disponiéndole que retornara a la ciudad de Tulcán y tomara el mando del Comando de Policía Carchi No. 10 y respondiera por la seguridad ciudadana de la provincia y de la ciudad de Tulcán. Cuando se enteraron que en Tulcán también podía darse situaciones de asaltos a bancos o centros comerciales llamó al Coronel Mejía y le dispuso que de inmediato de seguridad ciudadana a Tulcán y que se ubique estratégicamente en algunos sitios y así lo hizo el Coronel, hecho que fue verificado por él. A las preguntas que formulan los abogados de la defensa contestó que los Coroneles fueron respetuosos de los derechos humanos, cuando dispuso y requería de la policía nunca encontró resistencia, no hubo violencia en Tulcán ni destrucción de bienes, los consideraba a los Coroneles sus subalternos, en consecuencia que el Comando de Policía estuvo subordinado al poder político y a la Constitución en la provincia del Carchi, que nunca se dieron muestras de desacato, en Tulcán nadie atentó contra los servicios públicos, tampoco se dieron paralizaciones. De Jairo Edmundo Jacome Ortega, quien manifestó que por cuanto desde hace catorce años presta sus servicios en calidad de corresponsal de noticias del informativo 24 horas de TELEAMAZONAS el día 30 de septiembre de 2010 hizo una cobertura informativa de los hechos que se estaban presentando, habiendo realizado diferente recorridos uno de ellos en la prevención del Comando de Policía, otro en la zona urbana y otro en Rumichaca, proyectado el video, indicó que lo que se ve se refieren a dos reportes, el primero es en las afueras de la policía sobre el ambiente que se estaba viviendo en ese momento, no teniendo la intervención de ningún actor, simplemente recababa las impresiones de lo que se vivía en ese momento, el segundo reporte es lo que periodísticamente se llama un nota elaborada, es decir un resumen de la cobertura del recorrido realizado, en el video se encuentran varios policías dando algunos gritos los cuales específicamente no puede recordarlos por el tiempo que ha pasado, ratificándose en lo que dice en el video, durante su permanencia en el Puente Internacional de Rumichaca las actividades se desarrollaron con normalidad, mas no hubo la existencia de presencia policial ecuatoriana, pero si colombiana en el otro lado de la frontera, esa fue la única emisión que hizo al canal y atrajo la atención informativa porque posteriormente los hechos se enfocaron a lo sucedido en la ciudad capital y Guayaquil y por lo tanto el canal ya no solicitó más reportes, que el Comandante de la policial accedió a dar una declaración en la cual se manifestaba que estaba un grupo de policías simplemente en el Comando mas no otro hecho que pueda significar bloqueo de vías, quema de llantas o algo fuera de lo normal, simplemente un grupo de policías estaban presentes y lo que dijo el Comandante es que un grupo de policías se encontraban concentrados no habiendo ningún tipo de desmán. De Edwin Fernando Tulcán Catillo, quien indicó que el día 30 de septiembre de 2010 fue entrevistado por un reportero de TELEAMAZONAS habiendo manifestado que respaldaba a la institución policial, el ambiente ese día fue tranquilo ingresaban y salían patrulleros y los policías laboraron normalmente, debido a su actividad de taxista notó que en ningún momento hubo malestar, todo se desarrolló en paz y tranquilidad, en razón de la entrevista dada a TELEAMAZONAS fue imputado pero luego fue sobreseído. El Sgop. Milton Robinson Jiménez Cueva, perito criminalístico informó al Tribunal que realizó el cotejo de fotos e imágenes, reproduciendo un CD y presentando el informe respectivo, en el presente caso fue designado y posesionado a fin de realizar un cotejo fisonómico referente a lo sucedido en el 30 S concluyendo que en las imágenes se puede mirar al Teniente Luis Alberto Vaca Sandoval. Del Sgos. Hernán Patricio Vasconez Ñaupari, perito criminalístico quien manifestó que realizó la experticia de identidad humana y descripción de imágenes de un CD, y un video en el que no existe la fecha, se singulariza a cuatro personas y se observa actos similares a protestas, igualmente fue designado a fin de realizar la diligencia de cotejamiento de voces la misma que no se llevó a cabo en virtud de que el archivo de audio objeto del análisis no cumplía con las condiciones exigidas para ese tipo de pericia. De la Cbop. Diana Guadupe Pozo Escobar, quien refirió que labora en la Unidad de Criminalística de Pichincha sección Informática Forense, lugar en las que se relazan pericias a nivel nacional, dentro de la presente causa fue nombrada y posesionada a fin de realizar la pericia de reconociendo y contenido digital de dos páginas Web. luego de su pericia llegó a la conclusión de que las páginas web estaban activas, obtuvo el IP de donde se encuentran. Al contra examen entre otras cosas refirió que de acuerdo al navegador utilizado las páginas no están certificadas; que no es confiable el informe ya que en la página web materia de pericia no tiene certificante. La prueba testimonial antes mencionada guarda estricta concordancia con lo referido por los acusados al rendir sus testimonios, razón por la cual sus testimonios se lo aprecia en los términos del Art. 143 del Código de Procedimiento Penal, esto es, que se lo valora como medio de defensa y de prueba en su favor. Por otra parte el Tribunal considera relevante el informe con juramento suscrito por el Economista Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la Republica, documento en el cual relata de manera pormenorizada los hechos ocurridos el día jueves treinta de septiembre del año dos mil diez en la ciudad de Quito, capital de la República, así como también el informe con juramento suscrito por el Ing. Julio Cesar Robles, Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado del Municipio de Tulcán documentos que no hacen relación a hechos ocurridos en esta ciudad de Tulcán en la fecha indicada. En cuanto a la categoría de tipicidad, la que se refiere al encuadramiento humana al tipo penal, el Tribunal observa que en la causa, al tratarse de un delito de sabotaje a servicios públicos o privados, este contempla cinco verbos rectores, destruir, deteriorar, inutilizar, interrumpir, paralizar, no existiendo exactitud sobre la lesión que provocaría cada conducta típica específica, pero estableciéndose eso si un elemento subjetivo en ella, determinado en el propósito de “causar alarma colectiva”, elemento que debe ser probado para que la infracción exista, admitiéndose por tanto únicamente la forma dolosa. El Dr. Aníbal Guzmán Lara en su Diccionario Explicativo de Derecho Penal Tomo II, 1989, Pág. 764 y 765, define al sabotaje “como un acto de destrucción u obstrucción al proceso de producción o de prestación de servicios de orden público o privado para alcanzar una finalidad ventajosa, realizado por grupos de obreros o trabajadores unidos por un interés común”. En el Diccionario de Ciencias Jurídicas de Guillermo Cabanellas de las Cuevas la etimología del vocablo se funda en los sabots, nombre francés de las almagreñas que los primeros trabadores que recurrieron a ese sistema violento arrojaban a máquinas para producir su brusca destrucción o incluso su ruptura y define al sabotaje penal como un delito contra la seguridad o la defensa nacional y se incurre en el destruyendo, deteriorando, inutilizando, ocultando o haciendo salir del país elementos destinados a aquello; desorganizando los servicios públicos o de utilidad pública o perturbando su funcionamiento; suscitando alarma colectiva, tumulto o desorden. Conceptos que están inmersos en la conducta descrita en el Art. 158 del Código Penal, debiendo considerarse que dichas descripciones del comportamiento o verbos rectores están prohibidas. Con referencia a elemento subjetivo del delito de paralización de servicios público o privados, esto es el de buscar la alarma colectiva, producto del accionar del sujeto activo, el Dr. Efraín Torres Chávez en su libro Breves Comentarios al Código Penal, séptima edición, Tomo II, Págs. 92, 93 y 94 refiere: “Dados cinco verbos, es posible que haya igual número de subsunciones típicas y dados alternativamente, muchos nombres de cosas, debe entenderse que equivalen entre sí en su proyección jurídica… Para que pueda haber delito, se consigna un único fin en cualquiera de las modalidades de la acción: Producir alarma colectiva…El propósito corresponde al elemento subjetivo del hombre, pero deberá haber prueba del fin, que el actor se haya propuesto, con la paralización o inutilización de tanta cosa enumerada y que no puede ser otro que conseguir una conmoción publica por tal medio… La larga disposición, describe acciones preparatorias para un delito fin: producir alarma colectiva. Pero, ¿para que se pueda ocasionarla? Para robar, matar, distraer a la policía, hacer caer al gobierno, etc, habrá, pues, una cantidad de fines a conseguir, como presionar una resolución favorable a algún conflicto laboral por “medio” de la inutilización de una industria, basándose en la alarma colectiva. Es decir, que desde un punto de vista lógico se cambiaría el fin con el medio o regresaría a ser fin, el medio optado. En efecto, por medio de la alarma colectiva se conseguiría la verdadera meta propuesta, y convierte en círculo vicioso, el ilícito”. En cuanto a los elementos constitutivos del tipo tenemos al sujeto activo, o autor del hecho, que según el tipo penal no es calificado, por lo que puede ser sujeto activo de este delito cualquier persona, en el presente caso los acusados, al treinta de septiembre del dos mil diez, son miembros de la Policía Nacional; el sujeto pasivo, o titular del bien jurídico sobre el cual debe recaer el daño por los efectos del acto, en el caso que nos ocupa es el Estado Ecuatoriano; en cuanto a la conducta la Fiscalía acusó a Héctor Aníbal Mejía Araque; Byron Eduardo Viteri Estévez; y, Luis Alberto Vaca Sandoval del ser autores los dos primeros de los nombrados del delito tipificado y sancionado en el Art. 158 del Código Penal vigente a la fecha de la comisión de la infracción esto es por el delito de paralización de servicios públicos o privados y el último de los nombrados en calidad de encubridor del delito consisten en causar daño o provocar una paralización de forma intencional a un servicio público o privado, como forma de lucha a los organismo que lo dirigen. El Dr. Fernando Yávar Núñez en su libro Orientaciones COIP, Tomo II, Pág. 482 refiere que: “Paralizar un servicio público es dejar de atender una prestación al ciudadano, que tiene derecho, por ser un contribuyente de los impuestos y que de ellos se mantienen los servicios públicos y el salario mensual de los servidores públicos. El tipo penal dirige la obligatoriedad para que no haya impedimento, ni entorpecimiento normal en la atención al ciudadano; es decir, aquel que contribuya físicamente a su no atención normal, impidiendo o entorpeciendo, obviamente deberán ser algunas personas, pues el acto dañoso el pluriobjetivo y no individual como lo hace aparecer el asambleísta, encuadraría en la antijuricidad de forma directa”. La tipicidad está formada por un elemento objetivo y por otro subjetivo. El elemento objetivo a su vez parte de la acción típica, entendida como la conducta descrita en el supuesto de hecho de la norma penal que se constituirá en el eje medular del tipo que es otro elemento de la tipicidad. Las conductas que están enunciadas en la acción típica son los llamados verbos rectores, que para el caso del artículo 158 del Código Penal, como ya dijo son cinco destruir, deteriorar, inutilizar, interrumpir o paralizar. Esos verbos recaen necesariamente sobre un objeto u objetos, que para el caso que nos ocupa sería el servicio público; pero es menester, volver sobre los verbos, pues aquí es donde el Tribunal, encuentra serias anomalías en la acusación. Al respecto, es importante tener en cuenta lo que el tratadista español Muñoz Conde señala: “Ningún hecho, por antijurídico y culpable que sea, puede llegar a la categoría de delito si, al mismo tiempo, no es típico, es decir no corresponde a la descripción contenida en la norma penal.” (Francisco Muñoz Conde, Teoría General del Delito, tercera reimpresión de la segunda edición, Editorial Bogotá Colombia 2008. Pág. 31). El tipo penal por el cual acusa la Fiscalía exige que el actor realice una o más de las siguientes acciones: Destruir que quiere decir romper, dañar o acabar, aniquilar inutilizar; deteriorar que equivale a estropear, menoscabar, desmejorar, o dañar; inutilizar o dejar inservible una cosa, destruir total o parcialmente un bien mueble o inmueble siempre que tal acto pueda ocasionar perjuicio; interrumpir, que significa impedir la continuación o suspender, obstaculizar, estorbar, impedimento para la continuación de una cosa o situación; y, paralizar que significa detener la acción, el movimiento, dificultad que surge en la marcha de un asunto o en el movimiento cualquier cuerpo o aparato, de estas acciones deben dirigirse a servicios públicos, instalaciones industriales o fabriles, centros comerciales, puertos, canales, minas, polvorines, vehículos o cualquier otro elemento de transporte. Analizadas las pruebas anteriormente detalladas, de conformidad con el Art. 86 del Código de Procedimiento Penal, el Tribunal llega a la certeza de que no se ha configurado el tipo penal establecido en el Art. 158 del Código Penal, toda vez que de los testimonios propios y prueba documental aportada por los sujetos procesales, se determina que el Comando de Policía Carchi No. 10 el treinta se septiembre del año dos mil diez no paralizó sus actividades, laboró normalmente, prestó seguridad ciudadana, las personas ingresaban y salían regularmente. De igual forma las unidades policiales laboraron normalmente, Migración de acuerdo a los testimonios receptados en esta audiencia laboró las veinticuatro horas sellando tarjetas andinas, la policía judicial elaboró partes policiales; que mientras el señor Coronel Mejía concentró parte del personal para dar disposiciones, personal de la policía comunitaria y personal motorizado fueron dispuestos al control y resguardo de la ciudad, hecho este que fue ratificado por el máximo representante del ejecutivo el señor Profesor Efrén Heriberto Benavides Tapia, Gobernador de la provincia, al manifestar que la policía en la provincia del Carchi estuvo subordinada el día treinta de septiembre al poder político, a la Constitución, en definitiva recibiendo órdenes de la referida autoridad. De igual forma con el testimonio del Mayor de Policía Diego Fernando Barriga Hidalgo, se establece que todos los bienes asignados al Comando como patrulleros de igual forma fueron utilizados para la prestación del servicio público. Si bien los hechos ocurridos el treinta de septiembre de dos mil diez fueron motivo de varios titilares en los diferentes medios de comunicación a nivel nacional o internacional, la lectura de los mismos hace referencia a hechos sucedidos en las ciudades de Quito y Guayaquil, refiriendo sobre el Carchi información que indica que el Puente Internacional de Rumichaca estuvo cerrado, habiendo comparecido uno de los representantes del Diario “La Nación” quien declaró que el titular fue producto de fuentes sin que le haya constado el particular, hecho que de igual forma fue corroborado por el corresponsal de TELEAMAZONAS quien refirió que el Puente de Rumichaca permaneció abierto, consecuentemente se desvaneció la aseveración que mantenía la Fiscalía. En definitiva el universo probatorio aportado por los sujetos procesales y valorado a la luz de la sana crítica por este Tribunal, genera la certeza de que en la presente causa no se ha demostrado la existencia de la infracción, los procesados han sido obedientes en su accionar a las disposiciones emanadas por la primera autoridad de la provincia y esto fue conocido por la mayoría de la población de la ciudad en donde no hubo consecuencias, no hubo perjuicios económicos ni para particulares que se hayan demostrado, tampoco se causó alarma social e incertidumbre, consecuentemente la acción realizada por los acusados no es reprochable por no haber atentado contra el bien jurídico protegido la seguridad interna del Estado. Si bien es cierto el día treinta de septiembre del año dos mil diez, fueron convocados en el Comando de Policía Carchi No. 10, varios agentes de la institución policial pertenecientes a diferentes Unidades de servicio, no es menos cierto que el fin de ello fue dar disposiciones, por parte de la Comandancia con el objeto de que el personal policial de cada una de las unidades policiales trabaje con total normalidad durante el referido día, protegiendo la seguridad de la ciudad, disposiciones que dentro de la institución jerarquizada, se la cumplió de manera legítima. Consecuentemente se constata que en presente caso no se configuran los verbos rectores prescritos en el Art. 158 del Código Penal, delito por el cual acusa la Fiscalía así como tampoco que la concentración de los agentes de policía haya sido con el fin de paralizar las actividades institucionales y producir alarma colectiva, elemento indispensable para la configuración del delito. Pues la tipificación de este tipo de delitos vela por la paz pública, el orden y la seguridad individual y colectiva lo cual no se ha transgredido por parte de los acusados. Dentro de un proceso penal no solo se trata de llegar a la verdad material, que muchas veces es muy difícil encontrarla por las circunstancias que rodean los hechos; pero lo que el legislador ha previsto es que para condenar a una persona, el Tribunal tenga la certeza de que no solo se ha comprobado la existencia del delito, sino que el procesado sea el responsable del mismo, presupuestos jurídicos que en la especie no se hallan probados conforme a derecho, el señor representante de la Fiscalía no menciona prueba alguna, ni ésta existe en el proceso, para acreditar el elemento esencial del delito tipificado en el artículo 158 del Código Penal, esto es "interrumpir o paralizar servicios públicos con el propósito de producir alarma colectiva. En este punto cabe mencionar que al no existir certeza de la materialidad de la infracción, no cabe una sentencia condenatoria, tal como lo establece el artículo 304 del Código de Procedimiento Penal. Con la prueba aportada no se han logrado configurar los verbos del delito de sabotaje a servicios públicos o privados, conlleva a dos conclusiones inmediatas: La primera es que, al no existir verbos del tipo penal imputado, no existe acción y por lo tanto, tampoco existe tipicidad, ya que las acciones realizadas por los acusados no han sido previamente tipificadas, pues el legislador no las ha valorado como intolerables o lesivas para la sociedad, por lo tanto, mal podía el Tribunal declarar la culpabilidad de los procesados. La segunda, es que, una vez que el análisis se ha truncado en el elemento del verbo rector, no cabe continuar analizando los demás elementos de la categoría dogmática de la tipicidad, menos revisar las demás categorías como son la antijuridicidad y la culpabilidad, puesto que en la teoría del delito la configuración de cada elemento está condicionada a la existencia del anterior. En este contexto, es preciso mencionar que la violación a la tipicidad, deviene directamente en una contravención al principio de legalidad, constante en el artículo 2 del Código Penal y 76.3 de la Constitución de la República del Ecuador, en virtud del cual sólo se puede declarar la responsabilidad penal de una persona, e imponer una sanción, por hechos, previamente tipificados como infracción; y sobre los cuales se contempla una sanción, de ahí que si los hechos que se le atribuyen a los procesados, no forman parte de la conducta típica del delito de sabotaje a servicios públicos o privados, mal puede declarárseles autores de este delito, esto como parte del principio de máxima taxatividad de la ley penal y del principio de lesividad que se resume en que no existe la lesión a un bien jurídico mal puede ser considerada una persona como autora de un delito, ambos principios que son a su vez integrantes del de legalidad, constante en el artículo 2 del Código Penal y 76.3 de la Constitución de la República del Ecuador, en sus numerales 1 y 3, que prescribe lo siguiente: “... corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes”. Por las consideraciones expuestas, en atención a lo dispuesto en el Art. 232 del Código de Procedimiento Penal, en cuya parte pertinente dispone “…Las declaraciones contenidas en el auto de llamamiento a juicio no surtirán efectos irrevocables en el juicio…”, con fundamento en los Arts. 304-A, 309 y 311 del Código de Procedimiento Penal el Tribunal Primero de Garantías Penales del Carchi, con el análisis que antecede determina que las pruebas actuadas por la Fiscalía no han logrado determinar la existencia material de la infracción siendo por tanto inoficioso referirnos sobre la responsabilidad de los acusados en dicho acto, razón por la cual, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, CONFIRMA LA INOCENCIA de los ciudadanos: HÉCTOR ANÍBAL MEJÍA ARAQUE, de nacionalidad ecuatoriana, portador de la cédula de ciudadanía N° 170432087-6, de cincuenta y ocho años de edad, estado civil casado, profesión Coronel de Policía en servicio pasivo, domiciliado y residente en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha; BYRON EDUARDO VITERI ESTÉVEZ, de nacionalidad ecuatoriana, portador de la cédula de ciudadanía N° 1001416245, de cincuenta y dos años de edad, estado civil casado, de profesión y ocupación Coronel de Policía en servicio pasivo, actualmente agricultor, domiciliado y residente en Quito, provincia de Pichincha; y, LUIS ALBERTO VACA SANDOVAL, de nacionalidad ecuatoriana, portador de la cédula de ciudadanía N° 0503170219, de veintinueve años de edad, estado civil casado, profesión Oficial de Policía en servicio activo, domiciliado y residente en Salcedo, provincia de Cotopaxi, en tal virtud, por lo prescrito en el Art. 311 del Código Adjetivo Penal, se dicta SENTENCIA ABSOLUTORIA y se dejan sin efecto todas las medidas cautelares reales y personales que hayan sido dictadas en su contra dentro de la presente causa, para lo cual emítanse los oficios correspondientes para la plena vigencia de lo ordenado. De conformidad con lo dispuesto por el Art. 309 numeral 6 del Código de Procedimiento Penal se califica como procedentes y apegadas a las normas constitucionales y legales las intervenciones del señor Fiscal de la causa y Abogado de la defensa. La presente causa fue tramitada de conformidad a lo establecido en la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico Integral Penal. Sin costas. NOTIFIQUESE.- . ..
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